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sanitarias del Sistema Nacional de Salud. II.- El derecho al reintegro del gasto médico de 
los servicios sanitarios que se reciben en la sanidad privada. 2.1.- Urgencia de carácter 
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 Introducción 
 

El rechazo a las transfusiones sanguíneas se incorpora al cuerpo doctrinal de los 
Testigos de Jehová en 1945, bajo la presidencia de Nathan Knorr. La prohibición fue 
publicada en “La Atalaya” el 1º de julio de 1945. El origen de la prohibición se encuentra 
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en la Biblia y se basa en diversos pasajes del Génesis1, Levítico, Deuteronomio2 y Hechos 
de los Apóstoles3. Pero no sólo basan su rechazo en la Biblia sino que también postulan 
otros motivos de justificación. Los Testigos defienden su doctrina del rechazo a la sangre 
siguiendo una triple vertiente: la puramente religiosa, la ético–jurídica y la “científica”. De 
la religiosa haremos especial mención en el presente trabajo; la segunda es empleada 
constantemente para apoyar a la primera y utiliza básicamente en apelaciones a la libertad 
de conciencia, al “derecho a escoger” y a la potestad de decidir de los padres respecto a los 
hijos, con un oportuno refuerzo de decisiones de diversos Tribunales al respecto. La tercera 
no es menos tortuosa que las otras dos; se basa en demostrar que: 1. Las transfusiones 
sanguíneas son peligrosas. 2. Son innecesarias, pues existen otras alternativas “de calidad”4. 

 
Como consecuencia de esta negativa a recibir transfusiones de sangre por parte de 

los Testigos de Jehová se plantea el conflicto de determinar si éstos tienen derecho a una 
asistencia sanitaria conforme a sus creencias religiosas, amparado por el artículo 16 y 15 de 
la Constitución lo que puede acarrear que la misma sea dispensada por el servicio sanitario 
público y también a través de los centros sanitarios privados (en cuyo caso sería necesario 
que la administración asumiera el coste de la misma) o si ésta última debe ser costeada por 
el propio Testigo de Jehová. 

 
Con el fin de determinar el alcance del derecho que ostentan los Testigos de 

Jehová a un servicio sanitario conforme a sus convicciones religiosas, en el presente trabajo 
                                                           
1 En Génesis podemos leer: “Tan sólo os abstendréis de comer carne que tenga aún dentro 
su vida, es decir, su sangre” (Génesis 9,4). Levítico es, si se quiere, aún más terminante y 
hasta amenazador. 26: “Donde quiera que habitéis, no comeréis sangre alguna ni de ave ni 
de bestia”. 27: “Quien llegue a comer sangre, cualquiera que sea, será extirpado de su 
pueblo” (Levítico 7,26–7,28). 
2 Deuteronomio vuelve sobre el mismo tema. 15: “Podrás, sin embargo, siempre que 
quieras, matar animales y comer su carne, en la medida en que Yavé, tu Dios te haya 
bendecido en todas tus ciudades, y podrán comerla el puro y el impuro, como si fuese 
gacela o ciervo”. 16: “Pero la sangre no la comeréis: la derramaréis en la tierra como el 
agua”. (Deuteronomio 12,15–12,16). 23: “Ten sólo buen cuidado de no comer la sangre, 
porque la sangre es la vida y no debes comer la vida con la carne”; 24: “Así que no la 
comas: la derramaréis en tierra como el agua”. 25: “No la comerás, para que seas feliz, tú y 
tus hijos después de ti, por haber hecho lo que es justo a los ojos de Yavé”. (Deuteronomio 
12,23–12,25).  

3 Y en los Hechos de los Apóstoles, en el seno de una controversia sobre los gentiles 
recientemente convertidos al cristianismo, se hacen las siguientes aclaraciones. 25: “En 
cuanto a los gentiles que han abrazado la fe, ya les hemos enviado a decir que, según 
nuestra determinación, debían abstenerse de lo sacrificado, de sangre, de carne sofocada y 
de fornicación” (Hechos 21,25).  
4 MÁRQUEZ, D. “Testigos de Jehová ¿Transfusión o no?, en Praxis médica, Protección 
del profesional, Suplemento del Diario hospitalario, publicación de la asociación de 
médicos hospitalarios de Buenos Aires, año 4, nº 15, 2000, http://www.medicos-
municipales.org.ar/prax0700.htm.   
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vamos a desarrollar distintos apartados. En primer lugar, concretaremos el derecho que 
ostentas los beneficiarios del servicio público de la Seguridad Social a la hora de elegir el 
tipo de asistencia que quieren recibir, ¿estamos en presencia de un derecho de opción entre 
la medicina pública y la privada? Seguidamente, trataremos el derecho al reintegro del 
gasto médico de los servicios sanitarios que se reciben en la sanidad privada, a 
continuación, nos ocuparemos del tema del derecho que asiste a los ciudadanos a un 
servicio sanitario respetuoso con las creencias religiosas de los mismos y concluiremos con 
la posición que se ha ido adoptando por parte de la doctrina y la jurisprudencia en los 
últimos años5.  

                                                           
5 MORENO ANTÓN, M. “El TC ante algunas manifestaciones de la libertad religiosa: la 
negativa de los testigos de Jehová a las transfusiones de sangre”, en La libertad religiosa y 
de conciencia ante la justicia constitución, MARTÍNEZ-TORRON, J. (Coordinador), 1998, 
pp. 693-704. GALA DURÁN, C. “El reintegro de gastos médicos y el derecho fundamental 
a la libertad religiosa: el caso de los Testigos de Jehová, en Civitas, Revista Española de 
Derecho de trabajo, nº 105, pp. 341-364. ÁLVAREZ PRIETO, L. “Breves acotaciones a la 
Sentencia del Tribunal Constitucional de 18 de julio de 2002, relativa a la negativa a las 
hemotransfusiones por parte de los Testigos de Jehová”, en Revista General de Derecho 
Canónico y Derecho Eclesiástico del Estado, nº 1, 2003. VALERO HEREDIA, A. 
“Repercusiones jurídicas de la conciliación entre la libertad religiosa y las 
hemotranfusiones cuando la vida de un menor está en juego: comentario a la Sentencia del 
Tribunal Constitucional cuando la vida de un menor está en juego”, en Parlamento y 
Constitución. Anuario, nº 6, 2002, pp. 273-307. MOTILLA DE LA CALLE, A. 
“Reconocimiento administrativo de la Capacidad de pactar Acuerdos de Cooperación con el 
Estado. (El supuesto de la Confesión religiosa. Testigos de Jehová (I) y (II), Actualidad 
administrativa, nº 14 y 15, 1995, pp. 201-209 y 211-225 respectivamente. (Seminario de 
Verano Autónoma……)???. ÁLVAREZ PRIETO, L. A. “Breves acotaciones a la Sentencia 
del Tribunal Constitucional de 18 de julio de 2002, relativa a la negativa a las 
hemotransfusiones por parte de los Testigos de Jehová, en Revista General de Derecho 
Canónico y Derecho Eclesiástico del Estado, nº 1-2003. AGUILERA IZQUIERDO, R. en 
“Reintegro de gastos médicos por asistencia sanitaria fuera del Sistema de Seguridad 
Social” en Revista del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, nº 9, 1998, pp. 73-92. 
CANTERO RIVAS, M. C. en El reintegro de gastos sanitarios causados en instituciones 
sanitarias ajenas a la Seguridad Social, Granada, 1998. ALONSO OLEA, en Las 
prestaciones sanitarias de la Seguridad Social, Madrid, 1994, pp. 47 y ss. CAPILLA 
BOLAÑOS, J. A. “La casuística de los reintegros de gastos médicos”, en Actualidad 
Laboral, nº 34, 1996, pp. 657 y ss. LUJÁN ALCARAZ, J. “Reintegro de gastos médicos 
por diagnóstico desfavorable erróneo”, en Aranzadi Social, nº 2, 1996, pp. 16 y ss. 
SEMPERE NAVARRO, A. M. “Alcance de la obligación de reintegrar los gastos por 
asistencia sanitaria”, en Aranzadi Social, nº 4, 1997, pp. 12 y ss. BLASCO LAHOZ, J. F., 
LÓPEZ GANDÍA, J. y MONPARLER CARRASCO, M. A. en Curso de Seguridad Social, 
4ª edición, Valencia, 1997, pp. 301 y ss. MARTÍN SÁNCHEZ, I. (Coordinador) en 
Bioética, Religión y Derecho, Madrid, 2005. pp. 141 y ss. GARCÍA GARCÍA, R.  
“Intervenciones médicas y las posibles actuaciones de facultativos y pacientes. 
Intervenciones sobre la sexualidad y transplantes”, en Bioética, Religión y Derecho (Actas 
del curso de verano de la Universidad Autónoma de Madrid, celebrado en Miraflores de la 
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 I.- Los derechos de los beneficiarios de la asistencia sanitaria a elegir entre el 
sistema sanitario público o privado 
 
 La normativa que se ha desarrollado durante los últimos años no reconoce el 
derecho del beneficiario del Sistema público de la Seguridad Social a optar entre la sanidad 
pública o privada6, además, la posición que se ha ido adoptando por parte de la 
jurisprudencia de los distintos Tribunales ha sido restrictiva a la hora de reconocer el 
derecho que asisten a los beneficiarios del sistema público a recibir asistencia sanitaria en 
las centros sanitarios privados. 
 
 
1.- Antecedentes 
 

La Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad afirma en su art. 17 que:  
 
“Las Administraciones Públicas obligadas a atender sanitariamente a los 
ciudadanos no abonarán a estos los gastos que puedan ocasionarse por la 
utilización de servicios sanitarios distintos de aquellos que les correspondan en 
virtud de lo dispuesto en esta Ley, en las disposiciones que se dicten para su 
desarrollo y en las normas que aprueben las Comunidades Autónomas en el 
ejercicio de sus competencias” 

 
  
 Por tanto, los beneficiarios del sistema sanitario publico no tienen derecho a elegir 
entre la  medicina pública y privada, al menos si se quiere hacer efectivo el derecho a la 
asistencia sanitaria de la Seguridad Social (art. 102 de la LSS y arts. 10 y 11 de la LGS)7. 
Señalan BLASCO LAHOZ, LÓPEZ GANDÍA y MONPARLER CARRASCO que: “Los artículos 
102.3º de la LSS y 17 de la LGS establecen el principio general de que las Entidades 
encargadas de la prestación de asistencia sanitaria no quedarán obligadas al reembolso de 
los gastos derivados del uso de medios sanitarios externos al Sistema de la Seguridad 

                                                                                                                                                    
Sierra, del 14 al 16 de julio de 2005), Fundación Universitaria Española, Madrid, 2005, pp. 
313 y ss. MARTÍN SÁNCHEZ, I. “Bioética y libertad religiosa”, en Bioética, Religión y 
Derecho (Actas del curso de verano de la Universidad Autónoma de Madrid, celebrado en 
Miraflores de la Sierra, del 14 al 16 de julio de 2005), Fundación Universitaria Española, 
Madrid, 2005, pp. 207 y ss. 
6 CAMPS RUIZ, L. M. en Derecho de   la Seguridad Social, Asistencia Sanitaria, 
Valencia, 1999, p. 360. ALONSO OLEA, M. en Las prestaciones del Sistema Nacional de 
Salud, Madrid, 1999, p. 138.  
7 BLASCO LAHOZ, J. F., LÓPEZ GANDÍA, J. y MONPARLER CARRASCO M.  A. en 
Curso de Seguridad Social (Régimen general y prestaciones no contributivas), 13ª edición, 
Valencia 2006, p. 492 y ss. 
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Social”8. De lo que se concluye, en opinión de los autores que, “la regla general en el 
ordenamiento español es no admitir el reintegro de gastos médicos, pues en todo caso debe 
acudirse al sistema sanitario público, salvo excepciones legal o reglamentariamente 
establecidas”9.   
 
 
2.- Las Prestaciones sanitarias del Sistema Nacional de Salud 
 
  
 El derecho a la salud y su consecuente protección se reconoce en el art. 43 de la 
Constitución y, en su desarrollo, en la LGS10 y la Ley  16/2003, de 28 de mayo, de cohesión 
y calidad del Sistema Nacional de Salud, que señalan que es competencia y al mismo 
tiempo responsabilidad de los poderes públicos la organización y tutela de la salud pública, 
a través de medidas preventivas y de las prestaciones y servicios necesarios11. 
 
 En la etapa precedente, el art. 18 del Decreto 2766/196712 recogía en sus distintos 
apartados el régimen aplicable a los servicios sanitarios prestados fuera del sistema 
sanitario público de la Seguridad Social, en los siguientes términos: 
 

Art. 18.1º: “Cuando el beneficiario, por decisión propia o de sus familiares, utilice 
servicios distintos de los que le hayan sido designados, las Entidades obligadas a 
prestar la asistencia sanitaria no abonarán los gastos que puedan ocasionarse, 
excepto en los casos previstos en los números 3 y 4 de este artículo”. 

 
Art. 18.4º: “Cuando la utilización de servicios médicos distintos de los asignados 
por la Seguridad Social haya sido debida a una asistencia sanitaria urgente de 
carácter vital, el beneficiario podrá formular ante la Entidad obligada a prestarle 
asistencia sanitaria la solicitud de reintegro de los gastos ocasionados, que será 
acordado por ésta si de la oportuna información que se realice al efecto resultara 
la procedencia del mismo”.  
 

 
La entrada en vigor del Real Decreto 63/1995, de 20 de enero, ha supuesto la 

modificación del régimen reglamentario establecido en la Legislación de la Seguridad 
Social, (Ley General de la Seguridad Social, de 30 de mayo de 1974, principalmente del art. 
18 del Decreto 2766/1976, de 16 de noviembre) en relación con el sistema aplicable al 

                                                           
8 BLASCO LAHOZ, J. F., LÓPEZ GANDÍA, J. y MONPARLER CARRASCO M.  A. en 
Curso de Seguridad Social… cit. p. 492. 
9 BLASCO LAHOZ, J. F., LÓPEZ GANDÍA, J. y MONPARLER CARRASCO M.  A. en 
Curso de Seguridad Social… cit. p. 492. 
10 LGS: Ley General de Sanidad. 
11   GONZALEZ ORTEGA, en Curso de Seguridad Social.  pp. 457-458. 
12 Este Decreto fue derogado por el Real Decreto 63/1995, de 20 de enero, sobre 
Ordenación de prestaciones sanitarias del Sistema Nacional de Salud. 
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resarcimiento de gastos causados en el ámbito sanitario, especialmente, de aquellos que han 
sido causados en centros sanitarios ajenos a la Seguridad Social13. 

 
Según se señala en la Exposición de Motivos del Real Decreto de 20 de enero de 

1995, la función que trata de completarse a través del citado Real Decreto es: 
 
“… en el marco normativo definido por los preceptos constitucionales y legales 
aplicables, el presente Real Decreto ordena y sistematiza las atenciones y 
prestaciones sanitarias directas y personales del Sistema Nacional de Salud, 
partiendo de los niveles alcanzados por los diferentes regímenes públicos de 
protección sanitaria, pero acomodándolos a los principios básicos establecidos en 
la Ley General de Sanidad, como prevé su Disposición Final Decimocuarta”. 
 
Entre los principios que se desarrollan y concretan de forma abstracta y general en 

los preceptos constitucionales y legales, podemos destacar los siguientes: 
 
a) La Universalización del derecho a la asistencia sanitaria en todos los casos de 
pérdida de la salud, 
 
b) La garantía de la igualdad sustancial de toda la población en cuanto a las 
prestaciones sanitarias y la inexistencia de cualquier tipo de discriminación en el 
acceso, administración y régimen de  prestaciones de los servicios sanitarios, tal y 
como se desprende de los artículos 3.2º, 10.1º y 43.2º-f de la Ley General de 
Sanidad, en relación con los artículos 14.3º, 138.2º, 139.1º y 149.1.1ª de la 
Constitución. 
 
c) La eficacia, economía, racionalización, organización, coordinación e integración 
de los recursos sanitarios públicos para hacer efectivas las prestaciones sanitarias y 
mantener altos niveles de calidad debidamente evaluados y controlados. 
 
d) La determinación de fines u objetivos mínimos comunes y de criterios mínimos 
básicos en materia de asistencia sanitaria. 
 
e) La homologación de las atenciones sanitarias y prestaciones del Sistema 
Sanitario público que, en cuanto son financiados con cargo a la Seguridad Social o 
fondos estatales adscritos a la Sanidad, han de ajustarse necesariamente a la 
asignación de recursos financieros, conforme a lo dispuesto en el art. 134.2º de la 
Constitución, en el art. 81 de la Le General de Sanidad y, anualmente, en los 
Presupuestos Generales del Estado. 
 

                                                           
13 CANTERO RIVA, R. y ESTAÑ TORRES, Mª del C. en Reintegro de gastos sanitarios 
causados en instituciones sanitarias ajenas a la Seguridad Social. Regulación normativa y 
doctrina jurisprudencial, Granada, 1998. pp. 7 y ss. 
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f) La reclamación del coste de los servicios prestados sierre que aparezca un 
tercero obligado al pago, o cuando no constituyan prestaciones de la Seguridad 
Social14. 
 
Tras la publicación del Real Decreto 63/1995,  

 de 20 de enero, sobre Ordenación de prestaciones sanitarias del Sistema Nacional de 
Salud15 queda evidenciado que, las prestaciones sanitarias serán prestadas directamente por 
parte del Sistema Nacional de Salud16, salvo excepciones.  
 

Y así se señala en su articulado que:  
 

Art. 2.1º. Constituyen prestaciones sanitarias, facilitadas 
directamente a las personas por el Sistema Nacional de Salud y 
financiadas con cargo a la Seguridad Social o fondos estatales 
adscritos a la sanidad, las relacionadas en el anexo I de este Real 
Decreto.  

 

                                                           
14 CANTERO RIVA, R. y ESTAÑ TORRES, Mª del C. en Reintegro de gastos sanitarios 
causados en instituciones sanitarias ajenas a la Seguridad Social. Regulación normativa y 
doctrina jurisprudencial,… cit. pp. 7 y ss. 
15 El Real Decreto 63/1995, de 20 de enero, ha sido derogado a través del Real Decreto 
1030/2006, de 15 de septiembre, por el que se establece la cartera de servicios comunes del 
Sistema Nacional de Salud y procedimiento para su actualización. La única parte que queda 
vigente de este Real Decreto 63/1995 es la Disposición Adicional cuarta, en tanto se 
desarrolle el contenido de la cartera de servicios comunes del Sistema Nacional de Salud y 
su procedimiento de actualización. 
16 BLASCO LAHOZ, J. F., LÓPEZ GANDÍA, J. y MONPARLER CARRASCO M.  A. en 
Curso de Seguridad Social… cit. pp. 503-504. “El sistema Nacional de Salud es el conjunto 
de los servicios de salud de la Administración del Estado y de los servicios de salud de las 
Comunidades Autónomas, que integran todas las funciones y prestaciones sanitarias que 
son responsabilidad de los poderes públicos para el cumplimiento del derecho a la 
protección de la salud (art. 44.2º y 45 de la Ley General de Sanidad), y se configura en 
virtud de estas características (art. 46 de la Ley General de Sanidad): extensión de sus 
servicios a toda la población, organización adecuada  para prestar una atención integral de 
la salud (promoción de la salud, prevención de la enfermedad y curación y rehabilitación), 
coordinación e integración de todos los recursos sanitarios en un dispositivo único; 
financiación de las obligaciones mediante recursos de las Administraciones públicas y tasas 
por la prestación de determinados servicios, y prestación de una atención integral de la 
salud procurando altos niveles de calidad debidamente evaluados y controlados”.  
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Art. 2.2º. Dichas prestaciones serán realizadas, conforme a las 
normas de organización, funcionamiento y régimen de los servicios 
de salud, por los profesionales y servicios sanitarios de atención 
primaria y por los de las especialidades a que se refieren los 
apartados 1 y 2 del anexo del Real Decreto 127/1984, de 11 de 
enero, de especialidades médicas; el Real Decreto 992/1987, de 3 de 
julio, sobre especialidades de enfermería; grupo primero del 
artículo 3 del Real Decreto 2708/1982, de 15 de octubre, sobre 
especializaciones de la profesión farmacéutica, o las normas que los 
modifiquen o sustituyan, y por los demás profesionales, especialistas 
y servicios sanitarios legalmente reconocidos.  

 

Art. 2.3. En todo caso, no se considerarán incluidas en las 
prestaciones sanitarias aquellas atenciones, actividades o servicios 
en las que concurra alguna de las siguientes circunstancias:  

 

a) Que no exista suficiente evidencia científica sobre su seguridad y 
eficacia clínicas o que hayan quedado manifiestamente superadas 
por otras disponibles.  

b) Que no esté suficientemente probada su contribución eficaz a la 
prevención, tratamiento o curación de las enfermedades, 
conservación o mejora de la esperanza de vida, autovalimiento y 
eliminación o disminución del dolor y el sufrimiento.  

c) Que se trate de meras actividades de ocio, descanso, confort, 
deporte, mejora estética o cosmética, uso de aguas, balnearios o 
centros residenciales, u otras similares, sin perjuicio de su posible 
atención por los servicios sociales o de otra naturaleza.  

 

Artículo 5.  
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Art. 5.1º. La utilización de las prestaciones se realizará con los 
medios disponibles en el Sistema Nacional de Salud, en los términos 
y condiciones previstos en la Ley General de Sanidad y demás 
disposiciones que resulten de aplicación y respetando los principios 
de igualdad, uso adecuado y responsable y prevención y sanción de 
los supuestos de fraude, abuso o desviación.  

 

Art. 5.2º. Las prestaciones recogidas en el Anexo I solamente serán 
exigibles respecto del personal, instalaciones y servicios, propios o 
concertados, del Sistema Nacional de Salud, salvo lo establecido en 
los convenios internacionales.  

 
Sólo existe una excepción legal a aquel principio general contenido en el art. 5.3º17 

del mencionado Real Decreto en el que se establece que en los casos de asistencia sanitaria 
urgente, inmediata y de carácter vital, que hayan sido atendidos fuera del Sistema 
Nacional de Salud, se reembolsarán los gastos de la misma, una vez comprobada la 
concurrencia de las siguientes circunstancias:  
 

a) que no pudieron utilizar oportunamente los servicios del Sistema Nacional de 
Salud, 
 
b) que no constituya una utilización desviada o abusiva de esa situación 
excepcional18.  

 
 El régimen vigente se desprende de la Ley 16/2003, de 28 de mayo, de cohesión y 
calidad del Sistema Nacional de salud, así como, del Real Decreto 1030/2006, de 15 de 
septiembre, por el que se establece la cartera de servicios comunes del Sistema Nacional de 
Salud y procedimiento para su actualización. En esta regulación se establece en el Art. 
4.3º19 del Real Decreto 1030/2006, de 15 de septiembre que:  
                                                           

17 Art. 5.3º. “En los casos de asistencia sanitaria urgente, inmediata y de carácter vital, que 
hayan sido atendidos fuera del Sistema Nacional de Salud, se reembolsarán los gastos de la 
misma, una vez comprobado que no se pudieron utilizar oportunamente los servicios de 
aquél y que no constituye una utilización desviada o abusiva de esta excepción”. 

18 BLASCO LAHOZ, J. F., LÓPEZ GANDÍA, J. y MONPARLER CARRASCO M.  A. en 
Curso de Seguridad Social… cit. pp. 492-3. 
19 ARETA MARTÍNEZ, M. “Sobre el carácter excepcional del reintegro de gastos 
sanitarios”, en Aranzadi Social, nº 20/2007. p. 4. El art. 4.3º del Real Decreto 1030/2006, 
de 15 de septiembre, por el que se establece la cartera de servicios comunes del Sistema 
Nacional de salud, ha sustituido el antiguo artículo 5.3º del Real Decreto 63/1995. Señala la 
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“La cartera de servicios comunes únicamente se facilitará por centros, 
establecimientos y servicios del Sistema Nacional de Salud, propios o 
concertados, salvo en situaciones de riesgo vital, cuando se justifique que no 
pudieron ser utilizados los medios de aquél”. En esos casos de asistencia sanitaria 
urgente, inmediata y de carácter vital que hayan sido atendidos fuera del Sistema 
Nacional de Salud, se reembolsarán los gastos de la misma, una vez comprobado 
que no se pudieron utilizar oportunamente los servicios de aquél y que no 
constituye una utilización desviada o abusiva de esta excepción. Todo ello sin 
perjuicio de lo establecido en los convenios internacionales en los que España sea 
parte o en normas de derecho interno reguladoras de la prestación de asistencia 
sanitaria en supuestos de prestación de servicios en el extranjero”. 

 
 Los requisitos que podemos deducir de la regulación vigente para que proceda el 
reintegro de los gastos médicos generados fuera del Sistema Nacional de Salud son: 
 

a) La necesidad de asistencia sanitaria debe ser de carácter vital: 
 

El calificativo de “vital” no se circunscribe únicamente a situaciones de vida o 
muerte, o que comporten peligro para la vida del enfermo, sino que también comprenden 
los casos donde peligra la curación definitiva del paciente, o aquéllos en que puedan 
producirse daños para la salud o secuelas graves o incluso la prolongación en el tiempo de 
sufrimientos intolerables20. 

 
b) El carácter urgente e inmediato de la asistencia: 

 
Es necesario que la rapidez o inmediación de la asistencia impida acudir a los 

servicios públicos, ya que la demora en acudir a los mismos podría agravar los riesgos y la 
salud del paciente. En definitiva, la asistencia sanitaria fuera de los centros de la sanidad 
pública debe ser inaplazable, apremiante e imprescindible21.  

 
c) La imposibilidad de utilizar oportunamente los servicios del Sistema Nacional 

de Salud: 
 
Se exige por parte de la normativa en vigor que no sea posible, extremadamente 

dificultoso o desaconsejable médicamente, acudir a los servicios sanitarios públicos o 
concertados de la sanidad pública. Esto ocurre cuando la urgencia se produce de forma 
súbita e imprevisible y la necesidad de asistencia es tan inmediata que no admite retardo y 

                                                                                                                                                    
autora que la nueva regulación sigue una corriente continuista en relación con el régimen 
anterior. 
20 ARETA MARTÍNEZ, M. “Sobre el carácter excepcional del reintegro de gastos 
sanitarios”, en Aranzadi Social, nº 20/2007. p. 6. 
21 Ibídem, pp. 6-7. 
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no hay tiempo para acudir al servicio público de salud porque se encuentra alejado del lugar 
donde se encuentra el paciente22. 

 
La imposibilidad de recibir asistencia en el Sistema Nacional de Salud puede 

deberse, también, a la tardanza en la prestación del servicio. Cuando la urgencia vital no es 
súbita o imprevisible la imposibilidad de utilizar oportunamente los servicios sanitarios 
públicos suele traer su causa en la denegación de la asistencia, en la tardanza en obtenerla, 
en la falta de medios y condiciones para prestarla en la forma requerida o en el error de 
diagnóstico o tratamiento, circunstancias todas ellas que han de poner en peligro la vida, la 
integridad física o la curación definitiva del enfermo, y en las que el paciente ha acudido a 
la sanidad pública antes de ir a la sanidad privada. En estos casos, los Tribunales también 
han exigido al paciente la previa solicitud de autorización y/o posterior comunicación de 
que se han utilizado servicios ajenos a los públicos23. 

 
c) La utilización de servicios ajenos no resulte desviada o abusiva: 

 
El reintegro de gastos sanitarios procede cuando resulte acreditado que el paciente 

no acudió a los servicios ajenos al Sistema Nacional de Salud de forma caprichosa e 
irrazonable, eludiendo de la sanidad pública. La conducta no es desviada o abusiva cuando 
resulta acreditado que el hecho de haber obviado la prestación de la sanidad pública por los 
servicios de la Sistema Nacional de Salud, recurriendo a servicios ajenos, o pasa de 
constituir una clara necesidad sanitaria y nunca un objetivo en si mismo24. 

 
 

II.- El derecho al reintegro del gasto médico en los servicios sanitarios que se reciben 
en la sanidad privada: 

 
En el Sistema español de Seguridad Social no existe el derecho de opción libre del 

beneficiario del sistema a elegir entre la medicina privada y la pública25, por lo tanto, si se 

                                                           
22 Ibídem, pp. 7-8. 
23  Ibídem, p. 7. 
24  Ibídem, p. 7. 
25 CAPILLA BOLAÑOS, J. A. “La casuística de los reintegros de los gastos médicos”, en 
Actualidad Laboral, nº 34, 1996, p. 658. Señala el autor que: “Los art. 102.3º de la LGSS y 
el art. 17 de la LGS establecen el principio general de que las entidades encargadas de las 
prestaciones de asistencia sanitaria no quedarán obligadas al reembolso de los gastos 
derivados del uso de medios sanitarios externos al sistema de la Seguridad Social, de forma 
que en el ordenamiento español la regla general es, con carácter imperativo, no admitir el 
reintegro de gastos médicos, por lo que debe acudirse al sistema sanitario público, salvo 
excepciones legal o reglamentariamente establecidos”. En el mismo sentido, SÁNCHEZ 
GONZÁLEZ,  M. P. en La impropiamente llamada objeción de conciencia a los 
tratamiento médicos, Valencia 2002, p. 206. GÓMEZ MUÑOZ, J. M. “Análisis de la 
caracterización jurisprudencial de los supuestos de urgencia vital en el art. 18 del 
Reglamento de Asistencia Sanitaria, Decreto 2766/1967”, en La Ley, vol. I. 1989, pp. 410-
411. 
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quiere hacer efectivo el derecho a la prestación  de asistencia sanitaria de la Seguridad 
Social debe de acudirse a dicho sistema, lo que supone que, en principio no existe el 
derecho a reintegro de gastos sanitarios prestados por parte de la sanidad privada, teniendo 
en consideración lo que se desprende de la legislación vigente (art. 102.3º de la Ley 
General de la Seguridad Social de 1974, el art. 17 de la Ley 14/1985, de 25 de abril26. 

 
La posición de los Tribunales en este sentido ha sido clara a la hora de señalar que 

el beneficiario del Sistema público de la Seguridad Social no puede a su libre albedrío 
elegir los servicios y prestaciones sanitarias que entienda oportunas, sino que debe recibir la 
asistencia que le es asignada27. Por ello, los Tribunales han mantenido de forma reiterada 
que el reintegro de gastos médicos debe hacerse con un criterio cauteloso y restringido con 
la finalidad de no conceder a los beneficiarios de la Seguridad Social “un derecho de 
opción”, resaltando el “carácter excepcional del reintegro ocasionado por los gastos de la 
medicina privada a justificar por el beneficiario de la Seguridad Social ante los Tribunales, 
impidiendo que se conceda el reintegro de las cantidades devengadas por cuidados médicos 
que pudieran prestarse en instituciones sanitarias de la Seguridad Social, o aquellas que no 
deben ser sufragadas por la sanidad pública28. En este sentido la Sentencia del Tribunal 
Superior de Justicia de la Comunidad de Murcia ha establecido que: “Los artículos 102.3º 
de la LGSS y concordantes del Decreto 2776/1967 no conceden a los afiliados de la 
Seguridad Social un derecho de opción entre acudir a la medicina pública o privada, sino 
que esta última tiene carácter excepcional a justificar por el beneficiado ante los Tribunales, 
quienes deberán proceder con criterio cauteloso con la finalidad de evitar conceder el 
reintegro de cantidades devengadas por los cuidados médicos en clínicas privadas, los que 
pudieron ser prestado en instituciones de la Seguridad Social, que disponen de medios 
técnicos y humanos muy cualificados, siendo éstos marginados o dejados de lado, en la 
mayoría de las ocasiones, en base a decisiones arbitrarias o por interés profesional, o de 
excesivo, aunque humanamente comprensible, afán familiar de agotar todo tipo de 
posibilidades terapéuticas29. 

 
En la etapa precedente se permitía incluir como prestación sanitaria privada que 

era reembolsable por parte del sistema público de salud, “aquella asistencia sanitaria que 
fuera urgente, inmediata y de carácter vital, cuando fuera prestada fuera del Sistema 

                                                           
26 BLASCO LAHOZ, J. F. “El reintegro de gastos médicos: un concepto elaborado por los 
órganos jurisdiccionales”, en Aranzadi Social, nº 11-2007, (BIB 2004/1570), p. 1.  
27 SSTSJ de Murcia de 28 de febrero de 2000 (AS 2000/293). 
28 SSTSJ de Cantabria de 16 de mayo de 2001 (AS 2001/1672). En este sentido, ha 
señalado el Tribunal Superior de Justicia de Extremadura (SSTSJ de Extremadura de 10 de 
septiembre de 2001, (2001/4300) que las Entidades Gestoras sólo están obligadas al abono 
de gastos derivados de la asistencia sanitarias privada en el supuesto de denegación 
injustificada de tal asistencia previamente solicitada o cuando la utilización de esos 
servicios médicos distintos haya sido debida a una asistencia de carácter vital, precepto que 
ha sido interpretado por la doctrina de lo Social del Tribunal Supremo en la sentencia de 3 
de junio de 1975 (RJ 1975/2691) y en la Sentencia de 20 de marzo de 1986 (1986/1364). 
29 SSTSJ de Murcia de 9 de febrero de 2004 (RJ 2004/82261) y de 1 de marzo de 2004 (RJ 
2004/96716). 
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Nacional de salud”, tal y como señalaba el art. 5.3º del Real Decreto 63/1995, de 20 de 
enero30. 

 
El Tribunal Supremo ha interpretado el año 2003 esta circunstancia en los 

siguientes términos: “La norma reglamentaria, el Real Decreto 63/1995, de 20 de enero, 
señala que son cuatro los requisitos exigidos para que se proceda al reintegro de los gastos  
médicos ocasionados fuera del sistema de asistencia pública, y son, dos positivos y dos 
negativos: 

 
a) positivos:  
 
1- que se trate de una urgencia inmediata,  
2.- que sea de carácter vital, 
 
b) negativos:  
 
1.- que no hubiera posibilidad de utilización de los servicios de la                 
sanidad pública, y, 
2.- que el caso no constituya una utilización abusiva de la excepción”31. 

 
 En relación con el tema planteado, la jurisprudencia ha seguido contemplando dos 
supuestos excepcionales a la hora de proceder al reconocimiento del abono de los gastos 
médicos ocasionados por la utilización de servicios sanitarios ajenos a la Seguridad Social. 
Estos supuestos son los de “urgencia de carácter vital” y “ denegación injustificada de 
asistencia”. 
 
 La posición de la doctrina en este ámbito no es unánime, así POLO SÁNCHEZ 
entiende que el art. 102.3º de la LGSS recoge no tanto una obligación del usuario, sino más 
bien una prerrogativa de las Entidades Sanitarias encargadas de prestar la asistencia 
sanitaria, concretamente, la de negarse al abono de los gastos que pueden ocasionarse 
cuando el beneficiario utiliza servicios médicos ajenos a los que le han sido asignados, a no 
ser que estemos en presencia de alguno de los supuestos que reglamentariamente se han 

                                                           
30 Art. 5.3º del Real Decreto 63/1995, de 20 de enero, sobre Ordenación de prestaciones 
sanitarias del Sistema Nacional de salud, que fue derogado a través del Real Decreto 
1030/2006, de 15 de septiembre, por el que se establece la cartera de servicios comunes del 
Sistema Nacional de Salud y procedimiento de actualización. Art. 5.3º: “En los casos de 
asistencia sanitaria urgente, inmediata y de carácter vital, que haya sido atendido fuera del 
Sistema Nacional de Salud, se reembolsarán los gastos de la misma, una vez comprobado 
que no se pudieron utilizar oportunamente los servicios de aquél y que no constituyen una 
utilización desviada o abusiva de esta excepción”. 
31 SSTS de 20 de octubre de 2003 en la que se resuelve un procedimiento sobre un 
tratamiento medicinal que implicaba el uso de un producto farmacéutico que no estaba 
autorizado por la Agencia Europea del Medicamento en el momento en el que el 
beneficiario necesitó, y sin que se hubiera determinado la eficacia y seguridad del mismo, y 
que sí lo está en la actualidad. 
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regulado y que recogen el derecho al reintegro de dicho gasto médico32. Por su parte, 
LUJAN ALCARAZ considera que es razonable concluir que el Sistema Nacional de Salud 
que integra todas las funciones y prestaciones sanitarias que, de acuerdo con lo previsto en 
la Ley, son responsabilidad de los poderes públicos para el debido cumplimiento del 
derecho a la protección de la salud (art. 45 de la Ley General de Sanidad), la asistencia 
sanitaria sólo debe recibirse por los beneficiarios, precisamente de las instituciones y 
profesionales del Sistema33. Concluye el autor señalando que se trata de una típica 
actuación protectora del sistema sanitario claramente deslindable del resto de actuaciones 
en atención, cuando menos, a tres distintas razones, en cuanto presupone la atención del 
beneficiario por instituciones ajenas al Sistema Nacional de Salud, el reintegro de gastos 
médicos implica una flagrante ruptura del principio general de conformidad al cual las 
prestaciones de asistencia sanitaria se suministran por el Sistema Nacional de Salud, frente 
a la sucesión de reformas normativas que han venido sacudiendo el sistema de Seguridad 
Social en general y de su parcela de Asistencia Sanitaria en particular, el régimen jurídico 
de la institución que se comenta ha demostrado una contumaz resistencia al cambio, y su 
extraordinaria litigiosidad en directa proporción al marcado casuismo que la caracteriza34. 
Posición distinta mantiene AMEZQUETA ZUNZARREN35 al entender que la posibilidad 
del reintegro de gastos médicos supone al introducción de una técnica de compensación, 
ajena a los mecanismos estrictamente sanitarios, que tiene como fin resarcir al beneficiario 
que por razones graves y tasadas se ha visto en la obligación de acudir a la medicina 
privada, y que es una técnica puramente economicistas, en la medida que no tiene como 
finalidad la prestación de asistencia sanitarias, sino la repercusión a la Seguridad Social de 
unos gastos abonados por el interesado a una institución privada en supuesto en los que, en 
circunstancias normales, la asistencia se habría prestado en una institución pública. Por ello, 
en opinión del autor, el principio del reintegro de gastos médicos debería ser corregido 
porque las reclamaciones de reintegro de gastos médicos no tiene un fin lucrativo, en la 
medida que el beneficiario únicamente podrá conseguir el reintegro de unos gastos que ha 
abonado o deba abonar, y no otras compensaciones, no suponiendo aquél una ganancia o 
beneficio para el que lo solicita, sino simplemente el mantenimiento de un nivel económico 
del que ya se disfrutaba, y que aunque parezca contradecir la terminología que se utiliza, la 
concesión del reintegro de gastos médicos no ha de ir precedida necesaria o 
ineludiblemente de su previo abono por el interesado, toda vez que la normativa aplicable 
no lo exige y la Administración sanitaria cuenta con los mecanismos precisos para el pago 
directo a las Entidades prestatarias, y aunque corresponda al peticionario la justificación de 

                                                           
32 POLO SÁNCHEZ, M. C. en Reintegro de gastos médicos y Estado del bienestar, 
Valencia 2001, pp. 39-40. 
33 LUJAN ALCARAZ, J. “Extensión material de la obligación de reintegro de gastos 
médicos”, en Aranzadi Social, Vol. I, 1998, p. 2474. 
34 LUJAN ALCARAZ, J. “Extensión material de la obligación de reintegro de gastos 
médicos”, en Aranzadi Social, Vol. I, 1998, p. 2474. 
35 AMEZQUETA ZUNZARREN, J. M. “Asistencia sanitaria con medios ajenos a la 
Seguridad Social: Los reintegros de gastos médicos”, en Aranzadi Laboral, nº 1, 1991, 
pp.305 y ss. 
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costo de la asistencia recibida36. Así también, SEMPERE NAVARRO considera que, como 
regla general y en coherencia con la preceptiva racionalización de los recursos disponibles, 
la asistencia sanitaria a cargo de la Seguridad Social ha de recibirse de las instituciones o 
profesionales por ella misma designadas, sin que el  beneficiario posea total libertad para 
elegir instituciones o profesionales que deban dispensarlo, lo que en el plano económico 
conduce a que los eventuales gastos generados no deban ser abonados por parte del sistema 
público sanitario37. Por último, destacar que GÓNZÁLEZ DÍAZ afirma que el fin 
teleológico, y, al mismo tiempo, la dificultad de la figura del reintegro de gastos sanitarios, 
se mueve entre la exigencia que el beneficiario del sistema público desalad tiene de 
disponer unos medios para su curación y la obligación de la Seguridad Social de prestarlos 
a través de una red asistencia que ponga a su disposición los distintos medios38. 
 
 
2.1.- Urgencia de carácter vital: 
 
 Se manifiesta la urgencia de carácter vital “por la existencia de una situación 
objetiva de riesgo, que se traduce en la imposibilidad de utilizar los servicios sanitarios de 
la Seguridad social, en la tardanza de obtener la asistencia de esos servicios, o en el hecho 
de que éstos no estén en condiciones de prestarla en la forma requerida y pongan en peligro 
la vida o curación del enfermo”39.  
 
 La determinación de la urgencia de carácter vital se ha determinado por parte de la 
doctrina en los siguientes términos: “Se manifiesta la urgencia vital por la existencia de una 
situación objetiva de riesgo, que se traduce en la imposibilidad de utilizar los servicios 
sanitarios de la Seguridad Social, en la tardanza de obtener la asistencia de esos servicios, o 
en el hecho de que éstos no estén en condiciones de prestarla en la forma requerida y 

                                                           
36AMEZQUETA ZUNZARREN, J. M. “Asistencia sanitaria con medios ajenos a la 
Seguridad Social: Los reintegros de gastos médicos”, en Aranzadi Laboral, nº 1, 1991, pp. 
313-314.  
37 SEMPERE NAVARRO, “Alcance actual de la obligación de reintegrar los gastos por 
asistencia sanitaria”, en Aranzadi Social, Vol. 2, 1997, pp. 2539-2540. 
38 GONZÁLEZ DÍAZ, Reintegro de gastos sanitarios motivados por error de diagnóstico 
del sistema público de salud, Comentario a la SSTSJ de Extremadura, de 10 de septiembre, 
de 2001”, en Aranzadi Social, nº 21, 2002, p. 38. 
39  BLASCO LAHOZ, J. F., LÓPEZ GANDÍA, J. y MONPARLER CARRASCO M.  A. en 
Curso de Seguridad Social… cit. p. 495. Por su parte, RODRÍGUEZ, GORELLA y 
VÍLCHEZ, en Sistema de Seguridad Social, Madrid, 1999, pp. 270 y ss. Consideran que la 
jurisprudencia ha llevado a cabo una interpretación restrictiva de esta posibilidad, pues en 
reiteradas sentencias estiman que la “urgencia vital” es aquella que tiene el carácter de más 
intensa y extremada, que se caracteriza por entrañar un riesgo para la vida del afectado. 
Esto es, no sólo se trata de supuestos en los que la no intervención pueda causar la muerte o 
pérdida funcional de importancia; también se incluyen aquellos acontecimientos en los que 
sea difícil o desaconsejable el traslado del enfermo hasta un centro propio de la Seguridad 
Social por la demora que ello pueda significar, siendo recomendable el traslado a un centro 
privado ante la lejanía del centro sanitario público más cercano. 
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pongan en peligro la vida o curación del enfermo40; de forma que no toda urgencia es de 
carácter vital, sino únicamente aquella que es más intensa y extremada y que se caracteriza 
fundamentalmente porque en ella está en riesgo la vida del afectado41. 
 
 El Tribunal Supremo señaló inicialmente que no toda urgencia era de carácter 
vital. Estaríamos ante este supuesto solamente en aquellos casos en los que estuviese en 
grave riesgo la vida del enfermo42. Posteriormente, se ha procedido a una modificación en 
la interpretación de este término que ha realizado el Tribunal Supremo en la que ha incluido 

                                                           
40 BLASCO LAHOZ, J. F. “El reintegro de gastos médicos: un concepto elaborado por 
los….”, en Aranzadi Social, nº 11-2004, pp. 9 y ss. En este sentido ver también, BLASCO 
LAHOZ, J. F. y LÓPEZ GANDÍA, J. y MONPARLER CARRASCO, M. A. Curso de 
Seguridad Social. Valencia 2003, 100ed. p. 415. ORGEI, en en El sistema español de la 
Seguridad Social y el de la Comunidad Europea, Madrid, 1993, 50. edición. 276. considera 
que la urgencia vital supone una situación de real necesidad perentoria que pone en peligro 
la vida o la curación definitiva, si se difiere el tratamiento, con carácter súbito e 
imprevisible, no de tipo crónico. CAPILLA, en La casuística de los… cit. p. 660. Señala 
que la urgencia vital requiere de la concurrencia acumulativa de dos condiciones, la 
existencia de la urgencia de carácter vital y que no sea posible, extremadamente dificultoso 
o médicamente desaconsejable el acudir  a los servicios sanitarios propios de la Seguridad 
Social. Por su parte, AMEZQUETA ZUNZARREN, “Asistencia sanitaria con medios 
ajenos a la Seguridad Social: Los reintegros de gastos médicos”, en Aranzadi Laboral, nº 1, 
1991, p. 309, entiende que no es posible elaborar un concepto de urgencia vital y que el 
jurista aficionado a las definiciones fracasará por las siguientes razones: 1) porque el 
concepto de urgencia vital es estrictamente médico-técnico y hace referencia a patologías 
meramente clínicas. 2) porque la normativa reglamentaria no quiere ni puede hacer una 
enumeración de las situaciones generadoras de reintegro de gastos y tampoco sería ni puede 
hacer una enumeración de las situaciones generadoras de reintegro de gastos y  tampoco 
sería de buena técnica legislativa el intento de descripción de un supuesto típico. Por 
último, TARABINI, en “Reintegro de gastos médicos en los casos de urgencia vital. 
Comentario a varios elementos”, en Aranzadi Social, nº 10-2002, pp. 30-31. Indica que la 
apreciación de urgencia vital requiere según la jurisprudencia y la doctrina judicial la 
concurrencia de varios elementos: a) existencia de una situación de riesgo, b) la situación 
de riesgo debe ser objetiva y contrastada, c) el riesgo debe ser inesperado, imprevisible, 
como un accidente o la aparición súbita de un cuadro clínico que requiera de una inmediata 
atención, d) y es necesario la perentoriedad, la premura en la actuación, de suerte que se 
perjudica la supervivencia del enfermo o se le puede inferir un daño irreparable o de difícil 
subsanación a su integridad física si ha de estarse a la necesaria demora o a la superación de 
los naturales inconvenientes que supone el acudir a los servicios asignados por la Seguridad 
Social. 
41 BLASCO LAHOZ, J. F. “El reintegro de gastos médicos: un concepto elaborado por 
los….”, en Aranzadi Social, nº 11-2004, pp. 9 y ss. Esta es la posición que se desprende en 
opinión del autor de la doctrina que se ha sentado por parte del Tribunal Supremo, 
concretamente, la SSTS de 31 de mayo de 1995 (RJ 1995/4013) y SSTS de 29 de marzo de 
2000,(RJ 2000/3137). 
42 SSTS de 31 de mayo de 1995 y SSTS de 29 de marzo de 2000. 
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dentro del concepto: “la pérdida de funcionalidad de órganos de suma importancia para el 
desenvolvimiento normal de la persona”43, puesto que si el autor de la norma reglamentaria 
hubiera querido restringir exclusivamente a los supuestos de pérdida de vida del paciente, 
así lo hubiera expresado44.    
 
 Se han considerado por parte del Tribunal Supremo supuestos de urgencia vital en 
los siguientes casos:  
 

a) cuando no existe la posibilidad de utilizar los servicios sanitarios de la 
Seguridad Social cuando estamos ante un supuesto de urgencia inesperado45.  

 
b) cuando existe sobrecarga en los servicios sanitarios públicos46.  
 
c) cuando se produce una demora excesiva en la prestación de la asistencia47. d) 

cuando la asistencia pública no puede prestarse en condiciones y puede poner en  peligro la 
vida o la salud del enfermo48.  

 
d) por no existir un centro sanitario público cerca del lugar en el que se encuentra 

el paciente49.  
 
e) cuando la enfermedad o el accidente imprevisto obliga al enfermo a ser atendido 

con urgencia en un centro sanitario extranjero. En el presente supuesto el paciente debe 
estar de viaje, en un viaje no proyectado, y su traslado a España no es posible50.  
 
 Además de los supuestos que se han señalado anteriormente, la doctrina ha 
considerado que deberían tenerse en cuenta, también, aquellos casos que supusieran un alto 
riesgo de degradación física del sujeto, en especial aquellas situaciones que pudieran 
provocar minusvalías de carácter definitivo, ya que, el coste monetario no puede ser a la 
larga tan alto como parece, puesto que es más costoso, económica y socialmente, el 
mantenimiento de los minusválidos irrecuperables51. 
 

                                                           
43 SSTS de 20 de octubre de 2003. 
44 BLASCO LAHOZ, J. F., LÓPEZ GANDÍA, J. y MONPARLER CARRASCO M.  A. en 
Curso de Seguridad Social… cit. p. 495. 
45 SSTS de 16 de noviembre de 1989. 
46 SSTS de 28 de mayo de 1990. 
47 SSTS de 28 de mayo de 1990 
48 SSTS de 28 de mayo de 1990. 
49 SSTS de 28 de mayo de 1990. 
50 SSTS de 20 de noviembre de 1984, SSTS de 24 de junio de 1989, SSTS de 4 de abril de 
2000, y SSTS de 21 de marzo de 2002. 
51 BLASCO LAHOZ, J. F., LÓPEZ GANDÍA, J. y MONPARLER CARRASCO M.  A. en 
Curso de Seguridad Social… cit. p. 496. 
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 Por el contrario, el Tribunal Supremo ha entendido que no estaremos ante 
supuestos de urgencia de carácter vital, en los siguientes casos52:  
 

a) cuando el enfermo viaja a propósito al extranjero con el fin de recibir asistencia 
sanitaria sin que se trate de un supuesto de urgencia vital, y además, no cuente con la 
autorización previa pertinente53.  

 
b) cuando se realiza un ingreso en una clínica privada, pudiendo haberlo hecho en 

una pública de la misma ciudad54.  
 
c) cuando se utiliza la clínica privada sin autorización previa por parte de la 

administración sanitaria competente55.  
 
d) cuando se produce un ingreso en una clínica privada al producirse una demora 

en la lista de espera de la Seguridad Social56.  
 
En sentido contrario se ha pronunciado el Tribunal Superior de Justicia de Murcia 

al considerar que estamos ante un caso de urgencia vital cuando el hecho de estar sujeto a 
una lista de espera pudiera degenerar en problemas mayores para la salud del paciente con 
riesgo para quedar impedido incluso para la realización de actividades diarias que requiere 
la dignidad de la persona, pues ante esta situación no le es exigible al paciente otra 
actividad distinta de no esperar una lista de espera sin perspectivas cercanas ni 
comunicación alguna que le hiciera supone una rápida operación57.  

 
e) cuando existe un agravamiento súbito, pero previsible, de un proceso que está 

siendo tratado por los servicios sanitarios públicos de la Seguridad Social58.  
 
f) en los casos de trasplante de corazón voluntario en un centro sanitario privado59.  
 
g) cuando se dispensa un tratamiento posterior en un centro privado a una 

intervención quirúrgica desarrollada en un centro sanitario público, en los casos de urgencia 
vital60. 

                                                           
52 BLASCO LAHOZ, J. F., LÓPEZ GANDÍA, J. y MONPARLER CARRASCO M.  A. en 
Curso de Seguridad Social… cit. pp. 497-8. 
53 SSTS de 3 de junio de 1975, SSTS de 29 de abril de 1986, SSTS de 16 de febrero de 
1988, SSTS de 30 de marzo de 1988, SSTS de 31 de octubre de 1988. SSTS de 26 de 
febrero de 1990, SSTS de 17 de julio de 1990, SSTS de 13 de octubre de 1994, SSTS de 21 
de diciembre de 1995, SSTS de 26 de abril de 1996 y SSTS de 7 de octubre de 1996. 
54 SSTS de 26 de marzo de 1997. 
55 SSTS de 22 de noviembre de 1990. 
56 SSTS de 7 de octubre de 1996. 
57 SSTSJ de Murcia de 5 de marzo de 2001. 
58 SSTS de 7 de mayo de 1990. 
59 SSTS de 25 de octubre de 1999. 
60 SSTSJ del País Vasco de 11 de abril de 2000. 
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 La apreciación de la existencia de urgencia vital requiere, según se desprende de la 
doctrina y jurisprudencia, la concurrencia de los siguientes elementos61: 
 

1) La existencia de una situación de riesgo. No toda urgencia es de carácter vital, 
sino únicamente aquella que es más intensa y extremada y que se caracteriza por 
estar en  peligro la vida de las personas. 

 
 2) La situación de riesgo sea objetiva y contratada. 
 

3) El riesgo sea inesperado, imprevisible y que requiera de una inmediata atención. 
 

4) Que la premura en la actuación. 
 
Considera TARABINI -CASTELLANI AZNAR que “a la urgencia vital debe acompañar 

el requisito de la imposibilidad de ser atendido por los servicios sanitarios propios de la 
Seguridad Social, de indudable relación con la perentoriedad”62.Por ello, “no debe ser 
posible, extremadamente difícil o desaconsejable médicamente acudir a estos servicios o, 
simplemente, que la tardanza en obtener su asistencia o el hecho de que los mismos no 
estén en condiciones de proteger al enfermo ponen en peligro la vida o su curación. Esta 
imposibilidad debe entenderse tanto si hay sobrecarga de los servicios, excesiva demora, 
aglomeración, lejanía del centro o carencia de instalaciones o medios adecuados”63. 

 
Por último, señala la autora que existe una tercera exigencia, la que hace referencia 

al uso no abusivo o desviado de los servicios ajenos a la Seguridad Social. Considera que 
este tercer requisito es inútil, sobre todo teniendo en consideración que se hayan 
demostrado los dos elementos anteriores, el carácter urgente, inmediato  y vital de la 
asistencia, así como, la imposibilidad de ser atendido por parte de las instituciones de la 
Seguridad Social64.  

                                                           
61 TARABINI-CASTELLANI AZNAR, M. “Reintegro de gastos médicos en los casos de 
urgencia vital” en Aranzadi Social, nº 10-2002, pp. 42 y ss. En casa uno de los elementos 
que señala la autora se incluye la jurisprudencia que confirma cada uno de los elementos 
que deben integrar necesariamente los supuestos de urgencia vital. 
62 TARABINI-CASTELLANI AZNAR, M. “Reintegro de gastos médicos en los casos de 
urgencia vital”,… cit. p. 46. 
63 TARABINI-CASTELLANI AZNAR, M. “Reintegro de gastos médicos en los casos de 
urgencia vital”,… cit. p. 46. POLO SÁNCHEZ, M. C. en Reintegro de gastos médicos y 
estado del bienestar, Valencia 2001. p. 157. Entiende la autora que, resulta evidente cómo 
con las notas que la jurisprudencia exigía a la urgencia vital para que procediera al reintegro 
de gastos médicos, bastaba, y estas nuevas exigencias introducen nuevos elementos que 
lejos de aclarar distorsionan las anteriores exigencias, lo que supone un alto grado de 
inseguridad jurídica incongruente con la idea de proteger la vida y la integridad de las 
personas. 
64 TARABINI-CASTELLANI AZNAR, M. “Reintegro de gastos médicos en los casos de 
urgencia vital”,… cit. p. 47. 
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 En la actualidad, el régimen de asistencia sanitaria se desprende de la Ley 16/2003, 
de 28 de mayo, de cohesión y calidad del Sistema Nacional de Salud, así como, del Real 
Decreto 1030/2006, de 15 de septiembre, por el que se establece la cartera de servicios 
comunes del Sistema Nacional de salud y procedimiento para su actualización. En la citada 
Ley de cohesión y calidad del Sistema Nacional del Salud se contienen determinados 
principios, entre los que cabe destacar el que se refiere a “la colaboración entre los servicios 
sanitarios públicos y privados en la prestación de servicios a los usuarios del Sistema 
Nacional de Salud”65. 
 

 El art. 7º de la Ley de cohesión y calidad del Sistema Nacional de 
salud dispone el catálogo de prestaciones con la siguiente redacción: 1. El 
catálogo de prestaciones del Sistema Nacional de Salud tiene por objeto 
garantizar las condiciones básicas y comunes para una atención integral, 
continuada y en el nivel adecuado de atención. Se consideran prestaciones 
de atención sanitaria del Sistema Nacional de Salud los servicios o conjunto 
de servicios preventivos, diagnósticos, terapéuticos, rehabilitadores y de 
promoción y mantenimiento de la salud dirigidos a los ciudadanos. 

El catálogo comprenderá las prestaciones correspondientes a salud 
pública, atención primaria, atención especializada, atención sociosanitaria, 
atención de urgencias, la prestación farmacéutica, la ortoprotésica, de 
productos dietéticos y de transporte sanitario. 

Por su parte, el art. 20 de la citada Ley de cohesión y calidad afirma 
dentro del epígrafe “Desarrollo de la cartera de servicios del Sistema 
Nacional de salud” el significado de la misma, los servicios que la integran, 
así como, las actuaciones que no se consideran incluidas en la misma:  

En relación con el contenido se señala en el apartado 1º del art. 20 
que. “La cartera de servicios es el conjunto de técnicas, tecnologías o 
procedimientos, entendiendo por tales cada uno de los métodos, actividades 
y recursos basados en el conocimiento y experimentación científica, 
mediante los que se hacen efectivas las prestaciones sanitarias”.  

En cuando a la elaboración de la cartera de servicios se tendrá en 
consideración, tal y como se desprende del apartado 2º del citado art. 20 
que: “En la elaboración de las carteras de servicios se tendrá en cuenta la 

                                                           
65 Art. 2. g) de la Ley 16/2003, de 28 de mayo, de cohesión y calidad del Sistema Nacional 
de Salud. 
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eficacia, eficiencia, efectividad, seguridad y utilidad terapéuticas, así como 
las ventajas y alternativas asistenciales, el cuidado de grupos menos 
protegidos o de riesgo y las necesidades sociales, y su impacto económico y 
organizativo”.  

Por lo que hace referencia a las técnicas no cubiertas por parte del 
Sistema público de sanidad el apartado 3º del art. 20 dispone qué técnicas no 
están cubiertas: “En cualquier caso, no se incluirán aquellas técnicas, 
tecnologías y procedimientos cuya contribución eficaz a la prevención, 
diagnóstico, tratamiento, rehabilitación y curación de las enfermedades, 
conservación o mejora de la esperanza de vida, autonomía y eliminación o 
disminución del dolor y el sufrimiento no esté suficientemente probada”.  

Finalmente, en la Disposición Final Segunda de la Ley de cohesión y calidad del 
Sistema Nacional de salud se afirma que: “El Gobierno, en el plazo de tres meses desde la 
entrada en vigor de esta Ley, dictará las disposiciones necesarias para la creación de un 
órgano colegiado interministerial que informará preceptivamente aquellos asuntos que 
tengan trascendencia presupuestaria para el equilibrio financiero del Sistema Nacional de 
Salud o implicaciones económicas significativas. El citado informe será presentado por 
dicho órgano colegiado interministerial al Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de 
Salud. Por su parte, el Ministerio de Hacienda trasladará este informe al Consejo de Política 
Fiscal y Financiera, el cual propondrá, en su caso, las medidas necesarias para garantizar el 
equilibrio financiero del Sistema Nacional de Salud”. 
 
 

En relación con el contenido de la prestación de asistencia sanitaria señala la Ley 
16/2006 que se ha establecido el denominado “catálogo de prestaciones del Sistema 
Nacional de Salud”, que tiene por objeto garantizar las condiciones básicas y comunes para 
una atención integral, continuada y en el nivel adecuado de atención (art. 7.1º) y 
comprenderá las prestaciones correspondientes a la salud pública, atención primaria, 
atención especializada, atención sociosanitaria, atención de urgencias, farmacéutica, 
ortoprotésica, de productos dietéticos y de transporte sanitario (art.7.1º) . A efectos del 
presente catálogo se consideran prestaciones de asistencia sanitaria del Servicio Nacional 
de Salud los servicios o conjunto de servicios preventivos, diagnósticos, terapéuticos, 
rehabilitadotes y de promoción y mantenimiento de la salud dirigidos a los ciudadanos66. 
 
 Por su parte el Real Decreto 1030/2006, de 15 de septiembre, por el que se 
establece la cartera de Servicios Comunes del Sistema Nacional de Salud y el 
procedimiento de su actualización, señala en su art. 4.3º que:  
 
 

“La cartera de servicios comunes únicamente se facilitará por centros, 
establecimientos y servicios del Sistema Nacional de Salud, propios o 

                                                           
66 ------- en Curso de Seguridad Social,… cit. p. 467. 
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concertados, salvo en situaciones de riesgo vital, cuando se justifique que no 
pudieron ser utilizados los medios de aquél. En esos casos de asistencia sanitaria 
urgente, inmediata y de carácter vital que hayan sido atendidos fuera del Sistema 
Nacional de Salud, se reembolsarán los gastos de la misma, una vez comprobado 
que no se pudieron utilizar oportunamente los servicios de aquél y que no 
constituye una utilización desviada o abusiva de esta excepción. Todo ello sin 
perjuicio de lo establecido en los convenios internacionales en los que España sea 
parte o en normas de derecho interno reguladoras de la prestación de asistencia 
sanitaria en supuestos de prestación de servicios en el extranjero”. 

 
 Claramente este precepto, el art. 4.3º es similar al art. 5.3º del Real Decreto 
63/1995, de 20 de enero, sobre Ordenación de prestaciones sanitarias del Sistema Nacional 
de Salud, en el que se señalaba que:  
 

“En los casos de asistencia sanitaria urgente, inmediata y de carácter vital, que 
hayan sido atendidos fuera del Sistema Nacional de Salud, se reembolsarán los 
gastos de la misma, una vez comprobado que no se pudieron utilizar 
oportunamente los servicios de aquél y que no constituye una utilización desviada 
o abusiva de esta excepción”. 

 
 
2.2.- Denegación injustificada de asistencia: 
 
 Se ha destacado por parte de la doctrina y la jurisprudencia que los casos de 
denegación de atención o asistencia sanitaria del sistema público debe ser injustificada 
(sólo ante la persistencia en la negativa por parte de las Entidades correspondientes) y que 
la utilización de servicios distintos a los prestados por parte de la Seguridad Social se 
hubieran notificado en el plazo de los quince días naturales siguientes al comienzo de la 
asistencia67. 
 

En este ámbito, señalan DESDENTADO BONETE y DESDENTADO DAROCA que, es 
necesario para que estemos ante el supuesto de una denegación injustificada que la 
“asistencia sanitaria sea debida y que no se haya prestado por parte de la Entidad gestora 
obligada a ello, de lo que concluyen los autores que, es ineludible que se haya producido un 
acto de denegación, bien expresa o tácita”68. 

 
El acto de denegación estaba recogido en el art. 18 del Decreto 2766/196769, 

aunque de forma no demasiado precisa, exigiendo los siguientes requisitos: 

                                                           
67 BLASCO LAHOZ, J. F., LÓPEZ GANDÍA, J. y MONPARLER CARRASCO M.  A. en 
Curso de Seguridad Social… cit. pp. 498-9. 
68 DESDENTADO BONETE, A y DESDENTADO DAROCA, E. “El reintegro de gastos 
de asistencia sanitaria prestados por servicios ajenos a la Seguridad Social”, en Revista del 
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, nº 44. 2003. pp. 13-44.   
69 LUJÁN ALCARAZ, J. “Extensión material de la obligación de reintegro de gastos 
sanitarios (STSJ de Navarra de 31 de enero de 1998)”, en Aranzadi Social, Volumen I, 
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a) el beneficiario debía solicitar la asistencia en forma y tiempo oportunos, 
b) si no se le prestaba (primera denegación o denegación fáctica), 
c) tenía que denunciar este hecho ante la gestora y reiterar la solicitud, 
d) si tampoco entonces se le prestaba la asistencia (estábamos en presencia de la 
segunda denegación), 
e) pero había que notificar el comienzo de la asistencia externa a la gestora en el 
plazo de quince días, razonando la petición y justificando los gastos efectuados70.  
 

 Por su parte el Tribunal Supremo se posicionó en relación con este tema señalando 
que: “para que exista denegación injustificada es preciso que haya sido pedida formalmente 
la asistencia y que ésta haya sido denegada de forma positiva, bien por manifestación 
expresa, bien por denegación tácita inequívoca y que se haga saber en el plazo de 15 días 
que se ha acudido a servicios médicos ajenos a la Seguridad Social, sin que pueda 
entenderse como tal denegación la comunicación al actor de que se están realizando 
gestiones para que sea atendido y sin que tampoco sea suficiente para justificar el recurso a 
la asistencia externa que los facultativos aconsejen la conveniencia de que sean atendidos 
por servicios ajenos a la Seguridad Social, pues las opiniones y consejos de los facultativos 
que atienden a los enfermos sobre la conveniencia de que sean atendidos por servicios 
ajenos a la Seguridad Social, ni obligan a ésta en términos formales ni exoneran a los 
beneficiarios de solicitar en tiempo y forma oportunos la asistencia sanitaria que 
precisan”71. 
 
 También la jurisprudencia ha venido considerando que estamos ante el supuesto de 
desatención o denegación injustificada cuando se ha producido error de tratamiento o de 
diagnóstico72, siempre que se instase previamente por el beneficiario la intervención de la 
Inspección Médica, como es preceptivo interesar antes de acudir a una clínica privada73, así 
como en los supuestos de huelga del  personal sanitario74. 
 

                                                                                                                                                    
1998, pp. 2473-2478. Señala el autor que el Art. 18 del Decreto 2766/1967, de 16 de 
noviembre, ha sido derogado por la Disposición Adicional Única 1ª del Real Decreto 
63/1995, de 20 de enero, sobre Ordenación de Prestaciones Sanitarias del Sistema Nacional 
de salud. 
70 DESDENTADO BONETE, A y DESDENTADO DAROCA, E. “El reintegro de gastos 
de asistencia sanitaria prestados por servicios ajenos a la Seguridad Social”,… cit. pp. 27-8.  
BLASCO LAHOZ, J. F., LÓPEZ GANDÍA, J. y MONPARLER CARRASCO M.  A. en 
Curso de Seguridad Social… cit. p. 496. 
71 SSTS de 27 de septiembre de 1996 y SSTS de 26 de abril de 1996. En esta materia señala 
CAMPS RUIZ que la derogación del art. 18 del Decreto 2766/1967, significa que el plazo 
de 15 días ya no está vigente y que lo razonable sería entender que sigue siendo exigible la 
notificación en el plazo de 15 días. CAMPS RUIZ, L. M. “Las prestaciones sanitarias”, en 
Derecho de la Seguridad Social, AA. VV. Valencia, 2004.  
72 SSTC 101/1987. 
73 SSTCT de 4 de noviembre de 1988 y SSTCT de 7 de diciembre de 1988. 
74 SSTCT de 25 de febrero de 1989. 
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 En algunos supuestos concretos, los jueces y tribunales han asimilado al supuesto 
de denegación injustificada de asistencia aquellos casos en los que han sido los propios 
servicios de la Seguridad Social los que han remitido al paciente a la medicina privada, bien 
por juzgarlo así necesario, bien por no estar en condiciones de prestarlo por ellos mismos. 
Evidencia del supuesto que se plantea lo constituye la Sentencia dictada por parte de la Sala 
de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de La Rioja, de 25 de mayo de 199575.  
 
 Los Tribunales Superiores de Justicia, generalmente, han mantenido la tesis de 
considerar que los médicos de la Seguridad Social carecen de competencia para permitir al 
beneficiario que utilice la medicina privada a los efectos de que se trata, ya que su función 
es la de dispensar la asistencia e informar técnicamente acerca de la misma, pero no 
representan a la Entidad Gestora en el ámbito administrativo. Así se desprende del art. 5 de 
Real Decreto de 20 de enero de 1995, cuando señala que: “… el beneficiario ha de solicitar 
ante los Servicios Médicos la asistencia y si no la obtiene debe reclamar ante la Entidad, 
entendiendo por tal sus órganos administrativos y la Inspección médica”. En todo caso, 
como declara la Sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de 
Cantabria, de 25 de mayo de 1995: 
 

“ Incluso cuando conste como dato conocido que la Entidad Gestora carezca de 
medios propios para prestar la asistencia que necesite el beneficiario, éste no 
queda relevado de la obligación de solicitar que le sea dispensada, antes de 
utilizar los servicios médicos privados, si se pretende que le sean reintegrados los 
gastos médicos que ello le ocasione, porque así lo establece la repetida norma 
aplicable, con criterio ineludible asentado en que sólo a la propia Entidad 
compete resolver si dispone de los medios asistenciales requeridos, o, en caso 
negativo, se puede concretarlos a titulo genérico o para el supuesto concreto 
planteado”76. 

 
 Por el contrario, se ha señalado por parte de las distintas instancias judiciales que, 
no estamos ante el caso de desatención injustificada de asistencia sanitaria en los siguientes 
supuestos. 

                                                           
75 SSTSJ de La Rioja, de 25 de mayo de 1995, F. J. 4º. En el presente supuesto, la paciente 
solicita asistencia sanitaria en el servicio de oftalmología del Hospital público de Logroño 
de la Seguridad Social, y fue el propio equipo de médicos quien emite un informe en el que 
se señala que es necesario acudir urgentemente a practicarle una determinada cirugía que no 
se practica por parte del Hospital de la Seguridad Social en estos momentos, y debido a la 
urgencia de la aplicación de la citada técnica se le propone ponerse en manos de un doctor 
de una clínica privada. Tras desarrollarse la intervención descrita en la clínica privada se 
solicita el reintegro de los gastos ocasionados como consecuencia de la intervención a la 
Entidad Gestora. CANTERO RIVA, R. y ESTAÑ TORRES, Mª del C. en Reintegro de 
gastos sanitarios causados en instituciones sanitarias ajenas a la Seguridad Social. 
Regulación normativa y doctrina jurisprudencial,… cit. p. 21. 
76 CANTERO RIVA, R. y ESTAÑ TORRES, Mª del C. en Reintegro de gastos sanitarios 
causados en instituciones sanitarias ajenas a la Seguridad Social. Regulación normativa y 
doctrina jurisprudencial,… cit. p. 22. 
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a) cuando se acude directamente a una clínica privada para la implantación de 

una prótesis. 
 
b) cuando se rechaza el tratamiento por creencias religiosas, porque el Estado 

debe respetarlas, pero no tiene el deber de financiar aquellos aspectos de las 
mismas que no sean acreedoras de protección desde el punto de vista del 
interés general77, y, por ello, no puede alegarse discriminación ni error de 
diagnóstico, ya que no guarda relación alguna con la negativa del enfermo a 
recibir asistencia sanitaria si no le dispensan en los términos exigidos por sus 
creencias78. 

 
c) cuando los facultativos de un centro concertado indican al beneficiario un 

hospital privado para seguir recibiendo asistencia sanitaria79. 
 
 
III.- El derecho fundamental de libertad religiosa y el derecho de asistencia sanitaria 
pública conforme a las convicciones religiosas de las personas  
 
 
 Teniendo en consideración el contenido del derecho fundamental de libertad 
religiosa y sus límites, así como, los principios que se contienen en el texto constitucional, 
determinaremos si realmente asiste a los Testigos de Jehová el derecho a recibir una 
asistencia sanitaria pública conforme a sus convicciones religiosas, teniendo en cuenta lo 
que señala el art. 9.2º de la Constitución. En base a dicho precepto, corresponde a los 
poderes públicos hacer real y efectivo los derechos y libertades de sus ciudadanos, siendo 
necesario incluso, remover los obstáculos que dificulten el ejercicio efectivo de los mismo. 
 
 
1.- El Derecho fundamental de libertad religiosa  
 
 
 El Tribunal Constitucional se ha posicionado en varias ocasiones en relación al 
contenido del derecho fundamental de libertad religiosa, señalando que, en el art. 16.1º de 
la Constitución se reconoce la libertad religiosa, garantizándose tanto a nivel individual 
como colectivo, sin más limitaciones en sus manifestaciones, que la necesarias para el 
mantenimiento del orden público protegido por la Ley80. 
 
 En cuanto al contenido del derecho, ha afirmado que tiene una doble dimensión, 
objetiva y subjetiva, cuyo fundamento jurídico reside en el propio art. 16. 
 

                                                           
77 SSTS de 14 de abril de 1993 y SSTS de 3 de mayo de 1994. 
78 SSTC 166/1996, de 28 de octubre. 
79 SSTS de 17 de julio de 1995. 
80 SSTC 101/2004, de 2 de junio. F. J. 3º. SSTC 154/2002, de 18 de julio. 
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 a) Dimensión objetiva: La libertad religiosa comporta una doble exigencia, a la 
que se refiere el art. 16.3º CE. En  primer lugar, la neutralidad de los poderes públicos, 
inscrita en la aconfesionalidad del Estado; segundo: el mantenimiento de relaciones de 
cooperación de los poderes públicos con las diversas confesiones religiosas81. 
 
 En este sentido, ya se posicionó el Tribunal Constitucional afirmando que, el art. 
16.3º CE, tras formular una declaración de neutralidad del Estado82, considera que el 
componente religioso perceptible en la sociedad española y ordena a los poderes públicos 
mantener las consiguientes relaciones de cooperación con la Iglesia católica y las demás 
confesiones83, introduciendo de este modo una idea de aconfesionalidad o laicidad positiva 
que “veda cualquier tipo de confusión entre las funciones estatales y religiosas”84. 
 
 b) Dimensión subjetiva: En este ámbito, la libertad religiosa tiene una doble 
dimensión, interna y externa. 
 
 - Dimensión interna: La libertad religiosa garantiza la existencia de un claustro 
íntimo de creencias y, por tanto, un espacio de autodeterminación intelectual ante el 
fenómeno religioso, vinculado a la propia personalidad y dignidad individual85. 
 

- Dimensión externa: La libertad religiosa incluye, asimismo, junto a la dimensión 
interna, una dimensión externa de agere licere que faculta a los ciudadanos para actuar con 
arreglo a sus propias convicciones y mantenerlas frente a terceros86. 

 
Este ámbito de reconocimiento de libertad y de una esfera de agere licere lo es con 

plena inmunidad de coacción del Estado o de cualesquiera grupos sociales87, y, en el mismo 
sentido las Sentencias del Tribunal Constitucional lo han complementado en su ámbito 
negativo88, por la prescripción que se contiene en el apartado 2º del art. 16 CE, donde se 
señala que, nadie podrá ser obligado a declarar sobre su ideología, religión o creencias89. 
 
 La dimensión externa de la libertad religiosa se traduce, además, en la posibilidad 
de ejercicio, inmune a toda coacción de los poderes públicos, de aquellas actividades que 

                                                           
81 SSTC 101/2004, de 2 de junio. F. J. 3º. 
82 SSTC 46/2001, de 15 de febrero. F. J. 4º. 
83 SSTC 340/1993, de 16 de noviembre y SSTC 177/1996, de 11 de noviembre. 
84 SSTC 101/2004, de 2 de junio. F. J. 3º. Así también, SSTC 177/1996, de 11 de 
noviembre. 
85 SSTC 177/1996, de 11 de noviembre. F. J. 9º. 
86 SST 19/1985, de 13 de febrero. F. J. 2º. SSTC 120/1990, de 27 de junio. F. J. 10º. SSTC 
137/1990, de 19 de julio. F. J. 8º. SSTC 63/1994, de 28 de febrero. 
87 SSTC 46/2001, de 15 de febrero. F. J. 4º. 
88 SSTC 24/1982, de 13 de mayo y SSTC 166/1996, de 28 de octubre. 
89 SSTC 101/2004, de 2 de junio, F. J. 3º. 
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constituyen manifestaciones o expresiones del fenómeno religioso90, tales como las que se 
relacionan en el art. 2.1º de la Ley Orgánica 7/1980 de Libertad Religiosa, relativas, entre 
otros particulares, a los actos de culto, enseñanza, reunión o manifestación pública o 
privada con fines religiosos, y asociación para el desarrollo comunitario de este tipo de 
actividades91. 
 

Con el fin de concretar el contenido y alcance del derecho de libertad religiosa, tal 
y como se desprende del art. 10.2º CE, debemos tener en consideración lo dispuesto en la 
Declaración Universal de Derechos Humanos, concretamente en su art. 18, en los Tratados 
y Acuerdos internacionales suscritos por nuestro país sobre la materia, así como, lo que ha 
ido asentando la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos recaída con 
ocasión de la aplicación de estos preceptos. 

 
Es interesante recordar la interpretación del ar. 18.1º92 del Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos93 que el Comité de Derechos de naciones Unidas ha plasmado 
en el Comentario General de 30 de julio de 1993 a cuyo tenor, dicho precepto protege las 
creencias teístas, no teístas y ateas, así como el derecho a no profesar ninguna religión o 
creencias; los términos creencias o religión deben entenderse en sentido amplio, 
añadiendo que el art. 18 no se limita en su aplicación a las religiones tradicionales o a las 
religiones o creencias con características o prácticas institucionales análogas a las de las 
religiones tradicionales94. 

 
 
Esta misma limitación se contiene en el art. 9.2º del Convenio Europeo para la 

protección de los derechos Humanos y las Libertades Fundamentales de 1950, en la que se 
prescribe que: “La libertad de manifestar la religión o las convicciones no pueden ser 
objeto de más restricciones que las que, previstas por la Ley, constituyan medidas 
necesarias en una sociedad democrática, para la seguridad pública, la protección del 
orden, de la salud o de la moral pública, o la protección de los derechos o las libertades de 
los demás” 95. 

 

                                                           
90 SSTC 46/2001, de 15 de febrero. F. J. 4º. En el Fundamento Jurídico 4º se hace 
referencia a otras Sentencias del Tribunal Constitucional que fundamentan la afirmación 
señalada. SST 24/1982, de 13 de mayo y SSTC 166/1996, de 28 de octubre. 
91 SSTC 101/2004, de 2 de junio. F. J. 3º. 
92 Al efecto, el art. 18.1º del PIDCP proclama el derecho de toda persona a su libertad de 
pensamiento, de conciencia y de religión, y que los limites de la libertad religiosa, son la 
salvaguarda de la seguridad, de la salud y de la moral pública, elementos todos ellos 
constitutivos del orden público protegido por la Ley. 
93 En adelante (PIDCP). 
94 SSTC 46/2001, de 13 de febrero. F. J. 4º. 
95 SSTC 154/2002, de 18 de julio. F. J. 7º. En sentido similar se posiciona el art. 18.3º del 
PIDCP, de 19 de diciembre de 1966. 
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El Tribunal Constitucional ha señalado que96, la relacionada existencia de límites 
en el ejercicio del derecho fundamental de libertad religiosa es expresión o manifestación 
de que, en general, los derechos fundamentales no tienen carácter absoluto. Así, se ha 
afirmado que los derechos fundamentales reconocidos por la Constitución sólo pueden 
ceder ante los límites que la propia Constitución expresamente imponga, o ante los que de 
manera mediata o indirecta se infieran de la misma al resultar justificada la necesidad de 
preservar otros derechos o bienes jurídicamente protegidos97 y que, en todo caso, las 
limitaciones que se establezcan no pueden obstruir el derecho fundamental más allá de lo 
razonable98. 

 
De todo lo expuesto se desprende, en opinión del Tribunal Constitucional que, 

todo acto o resolución que limite derechos fundamentales debe asegurar que las medidas 
limitadoras sean necesarias para conseguir el fin perseguido99, tiene que atender a la 
proporcionalidad entre el sacrificio del derecho y la situación en la que se halla aquel a 
quien se le impone100, y en todo caso, debe respetar su contenido esencial101. 

 
Así pues, en opinión del Tribunal Constitucional, teniendo en consideración los 

arts. 9.2º del CEDH y el art. 18.3º del PIDCP, podemos concluir señalando que, para que en 
las manifestaciones del derecho fundamental de libertad religiosa estemos en presencia de 
un acto contrario al orden público, es necesario que el mismo afecte al orden público, cuyos 
elementos integrantes son: la salud, la seguridad o la moralidad pública102. Así también, y si 
tenemos en cuenta el apartado 2º del art. 9 del CEDH en el que se señala que:  

 
“La libertad de manifestar su religión o sus convicciones no puede ser objeto de 
más restricciones que las que, previstas por la Ley, constituyan medidas 
necesarias, en una sociedad democrática, para la seguridad pública, la protección 
del orden, de la salud o de la moral públicas, o la protección de los derechos o las 
libertades de los demás”,  
 
podemos concluir afirmando, cuándo un acto ejercitado por los ciudadanos cuyo 

fundamento reside, en su opinión, en el derecho fundamental de libertad religiosa estará 
ejercitado de forma legítima o ilegítima si preserva o no los elementos que se contienen en 
el apartado 2º del citado precepto, es decir, que es respetuoso con la “salud, el orden, la 
moral pública, o la protección de los derechos y libertades de los demás”. 

 
Con el fin de concretar la legitimidad o ilegitimidad de las manifestaciones del 

derecho fundamental de libertad religiosa de los ciudadanos, consideramos necesario 

                                                           
96 SSTC 57/1994, de 28 de febrero. F. J. 6º. SSTC 58/1998, de 16 de marzo. F. J. 3º. 
97 SSTC 11/1981, de 8 de abril. F. J. 7º y SSTC 1/1982, de 28 de enero. F. J. 5º. 
98 SSTC 52/1986, de 5 de mayo. F. J. 3º. 
99 SSTC 69/1982, de 23 de noviembre. F. J. 5º y SSTC 13/1985, de 31 de enero. F. J. 2º. 
100 SSTC 37/1989, de 15 de febrero. F. J. 7º. 
101 SSTC 11/1981, de 8 de abril. F. J. 10. SSTC 196/1987, de 11 de diciembre. F. J. 4º, 5º y 
6º. SSTC 12/1990, de 29 de enero. F. J. 8º y SSTC 137/1990, de 19 de julio. F. J. 6º. 
102 SSTC 20/1990, de 15 de febrero. F. J. 3º.  
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recurrir a alguna de las Sentencias pronunciadas por el Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos, con el fin de determinar el contenido del límite que se recoge en el apartado 2º 
del art. 9 del CEDH. 

 
El Tribunal Europeo de Derechos Humanos se pronunció en relación con el mismo 

límite contenido en el art. 8.2º del Convenio en una cuestión que tenía que ver con el 
ámbito familiar103. Teniendo en consideración que los elementos integrantes del apartado 2º 
de los artículos 8 y 9 son prácticamente idénticos, vamos a entrar a su estudio con el fin de 
señalar los límites que pueden imponerse por parte de los poderes públicos a la hora de 
ejercitarse un derecho, en el supuesto que tratamos de resolver, además, estamos en 
presencia de un derecho fundamental, la libertad religiosa y sus manifestaciones. 

 
Señala el apartado 2º del Convenio que: “La libertad de manifestar la religión o 

convicciones no puede ser objeto de más restricciones que las que, previstas por la Ley, 
constituyan medidas necesarias, en una sociedad democrática para la seguridad pública, 
la protección del orden de la salud, de la moral, pública, o la protección de los derechos y 
libertades de los demás”. Por ello, antes de proceder a determinar si existe o no 
restricciones legítimas en el ejercicio de las manifestaciones de la libertad religiosa, 
consideramos necesario determinar el contenido de los dos elementos que se integran en 
este apartado. 

 
 a) La restricción debe estar prevista en la Ley:  
 
 Se señala en la STEDH 2007/1, de 11 de enero, en relación con el alcance del 
derecho de libertad religiosa (cuestión que en opinión del Tribunal está integrada por la 
libertad de manifestar la religión personal en el culto y la enseñanza en comunidad con 
otros y en público) y los límites (que tal y como señala el art. 9.2 del Convenio que la 
limitación debe estar prevista en la Ley) en el caso planteado se señala que, siempre que la 
ingerencia no esté prevista en la Ley, se está violando el derecho de libertad religiosa, 
puesto que estamos en presencia de una ingerencia del Estado ya que ha existido 
vulneración del deber de neutralidad e imparcialidad en relación con el grupo religiosa en 
concreto104. 

                                                           
103 STEDH 2000/152, de 13 de julio, (TEDH 2000, 152- ap. 42). 
104 (véase Sentencia Partido Comunista Unificado de Turquía y otros contra Turquía de 30 
enero 1998 [TEDH 1998, 1], Repertorio de sentencias y resoluciones 1998-I, aps. 43-45, y 
Refah Partisi (Partido del Bienestar) y otros contra Turquía [GS] núms. 41340/98, 
41342/98, 41343/98 y 41344/98, aps 86-89, TEDH 2003-II [JUR 2003, 50031)]”. STEDH 
2007/1, de 11 de enero. Ap. 74: “…Así como ha ya concluido el Tribunal, falta la base 
legal para interrumpir un acontecimiento religioso dirigido en unos locales legalmente 
alquilados a ese efecto. Ante estas circunstancias, el Tribunal entiende que la injerencia no 
estaba prevista en la Ley y que la Comisionada no actuó de buena fe y vulnero la obligación 
del Estado de neutralidad e imparcialidad en relación con la congregación religiosa de los 
demandantes (véase Hasan y Chaus contra Bulgaria STEDH 2000/162, nº 30985/1996, ap. 
62, STEDH 2000-XI). Como el Tribunal ya ha decidido que la injerencia en el derecho de 
los demandantes no estaba prevista en la Ley, esta constatación hace innecesario determinar 
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 b) La restricción debe constituir una medida necesaria, en una sociedad 
democrática para la seguridad pública, la protección del orden, de la salud, de la moral 
pública, o la protección de los derechos y libertades de los demás: 
 
 Según se desprende de la STEDH 2006/54, de 5 de octubre, en relación con un 
supuesto de denegación de inscripción de los Testigos de Jehová se dispone que: Ap. 60 
“…Como muchas veces ha afirmado el Tribunal en sus sentencias, la democracia política 
es no sólo una característica fundamental del orden público europeo, sino que el Convenio 
fue diseñado para promover y mantener los ideales y valores de una sociedad democrática. 
La democracia, como ha subrayado el Tribunal, es el único modelo político contemplado en 
el Convenio y el único compatible con él. En virtud del texto del segundo apartado del 
artículo 11, y lo mismo de los artículos 8, 9 y 10 del Convenio (RCL 1999, 1190, 1572), la 
única necesidad capaz de justificar una injerencia en alguno de los derechos protegidos en 
esos artículos es la que pueda alegarse que surge de una «sociedad democrática 105”. 

                                                                                                                                                    
si  perseguía un fin legítimo y si era necesario en una sociedad democrática (Gartukayey 
contra Rusia STEDH 2006/159, nº 71933/2001, ap. 21, de 13 de diciembre de 2005”. Así 
también, en la STEDH 2006/54, de5 de octubre, Ap. 58 se afirma en relación con el 
contenido de la libertad religiosa que: “…..Aunque la libertad religiosa es principalmente 
una cuestión de conciencia individual, implica también, entre otras cosas, la libertad de 
«manifestar su religión» individualmente y en privado o colectivamente, en público y con 
aquellos cuyas creencias se comparten. Como las comunidades religiosas existen 
tradicionalmente en forma de estructuras organizadas, el artículo 9 debe ser interpretado a 
la luz del artículo 11 del Convenio (RCL 1999, 1190, 1572), que protege la vida asociativa 
contra injerencias injustificadas del Estado. Visto desde esa perspectiva, el derecho de los 
creyentes a la libertad de religión, que incluye el derecho a manifestar su religión en 
comunidad con otros, abarca la expectativa de que se debe permitir a los creyentes 
asociarse libremente, sin intervenciones arbitrarias del Estado. Además, la existencia 
autónoma de comunidades religiosas es indispensable para el pluralismo en una sociedad 
democrática y es por lo tanto una cuestión que se encuentra en el mismo núcleo de la 
protección que concede el artículo 9. La obligación del Estado de neutralidad e 
imparcialidad, como define la jurisprudencia del Tribunal, es incompatible con todo poder 
por parte del Estado para valorar la legitimidad de creencias religiosas (véase Iglesia 
Metropolitana de Bessarabia [TEDH 2001, 859] anteriormente citada, aps. 118 y 123, y 
Hasan y Chaush contra Bulgaria [GS], núm. 30985/1996, ap. 62, TEDH 2000-XI [TEDH 
2000, 162] 
105 STEDH 200/II, de 13 de febrero, (JUR 2003, 50031)LIBERTAD DE REUNION Y DE 
ASOCIACION: Límites: «Necesarios en una sociedad democrática»: disolución de partido 
político turco: actos y discursos de sus miembros reveladores de proyecto a largo plazo 
tendente a instaurar un régimen basado en la charia, en el marco de un sistema 
multijurídico, que no excluye el recurso a la fuerza: actuación de las autoridades estatales 
en el momento en que el riesgo para la democracia se concreta por la posibilidad real de 
ejecutar su programa al acceder al poder: carácter especulativo del perjuicio material 
alegado y temporalidad de la prohibición impuesta a sus responsables: actuación que no 
sobrepasó el margen de apreciación del Estado: violación inexistente. 
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Así también, en la STEDH de 13 de febrero de 2003 se dispone en relación con los 

términos “fin legítimo” y “necesaria en la sociedad democrática” que:  
 
Por lo que concierne a que estemos en presencia de “un fin legítimo” se señala 

que: “En opinión del Gobierno, la injerencia enjuiciada perseguía varios fines legítimos: el 
mantenimiento de la seguridad pública y de la seguridad nacional, la protección de los 
derechos y libertades de los demás y la prevención del crimen”106. Así también, los 
demandantes admiten en principio que la protección de la seguridad pública y de los 
derechos y libertades de los demás, así como la prevención del crimen puedan estar 
condicionados por la protección del principio de laicidad. Sin embargo, alegan que el 
Gobierno, invocando estos fines, trata de ocultar las razones profundas que condujeron a la 
disolución del Refah. En realidad, esta disolución era deseada, en su opinión, por los 
grandes grupos comerciales y posmilitares cuyos intereses veían amenazados por la política 
económica del Refah, que trataba de poner fin al endeudamiento del Estado107. Finalmente, 
el Tribunal considera que los demandantes no han demostrado suficientemente que la 
disolución del Refah estuviese motivada por razones distintas a las expuestas por el 
Tribunal Constitucional. Teniendo en cuenta la importancia del principio de laicidad para el 
régimen democrático en Turquía, considera que la disolución del Refah perseguía varios 
fines legítimos enumerados en el artículo 11: el mantenimiento de la seguridad nacional y 
el de la seguridad pública, la defensa del orden y/o la prevención del delito, así como la 
protección de los derechos y libertades de los demás”108. 

 
En relación a que estemos ante un supuesto que “sea necesario en una sociedad 

democrática” se afirma que: “No se puede excluir que un partido político, al invocar los 
derechos consagrados por el artículo 11 así como por los artículos 9 y 10 del Convenio, 
trata de obtener de ellos el derecho de dedicarse realmente a actividades tendentes a la 
destrucción de los derechos o libertades reconocidos en el Convenio y de esta forma, al fin 
de la democracia109. Ahora bien, teniendo en cuenta la clara relación entre el Convenio y la 
democracia110, nadie está autorizado a aprovecharse de las disposiciones del Convenio para 
debilitar o destruir los ideales y valores de una sociedad democrática. El pluralismo y la 
democracia se basan en un compromiso que exige distintas concesiones por parte de los 
individuos o de grupos de individuos, que deben a veces aceptar que se limiten algunas de 
las libertades que disfrutan con el fin de garantizar una mayor estabilidad al conjunto del 
país111. En este contexto, el Tribunal considera que no es del todo improbable que 
movimientos totalitarios, organizados en forma de partidos políticos, acaben con la 

                                                           
106 STEDH de 13 de febrero de 2003. Ap. 65. 
107 STEDH de 13 de febrero de 2003. Ap. 66. 
108 STEDH de 13 de febrero de 2003. Ap. 67. 
109 (CDH, Demandante 250/57, Partido comunista [KPD] contra RFA, Ann. 1, pg. 222). 
110 (apartados 86-89 supra). 
111 (ver, mutatis mutandis, Petersen contra Alemania, dec., núm. 39793/1998, 22 de 
noviembre 2001, STEDH 2001-XII). 
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democracia tras haber prosperado bajo el régimen democrático. La historia europea 
contemporánea conoce ejemplos  de ello”112. 

 
De todo lo que acabamos de señalar se desprende que, el derecho de libertad 

religiosa, en opinión del Tribunal Constitucional y el Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos es un derecho que tiene determinados límites. Que con el fin de determinar si en 
el ejercicio de este derecho los límites establecidos son conformes a la legalidad vigente 
será necesario contrastar caso por caso para concretar si las restricciones están previstas en 
la Ley, constituyen medidas necesarias en una sociedad democrática para la protección de 
la seguridad pública, la protección del orden, de la salud, de la moral pública o la 
protección de los derechos y libertades de los demás, si persiguen un fin legítimo y si son 
necesarios en una sociedad democrática. 

 
    

2.- El derecho a la asistencia sanitaria pública conforme a las convicciones religiosas 
de las personas 
 
 
 Hasta este momento, distintos autores se han posicionado en relación con el 
derecho que ostentan los ciudadanos en relación con la asistencia sanitaria pública y 
privada, principalmente en relación con el régimen existente en la etapa precedente. Así, 
afirma GALA DURAN que, teniendo en consideración la afirmación realizada por 
BLASCO LAHOZ113 cuando señala que, teniendo en cuenta el Real Decreto 63/1995, 
cuando se solicita a la sanidad pública una prestación asistencial sanitaria prevista en el 
Anexo I del citado Real Decreto, se prueba la necesidad de la misma, y no se haya 
producido ninguna de las causas de exclusión expresamente recogidas en el art. 2.3º del 
citado Real Decreto, se habrá producido una denegación injustificada de asistencia sanitaria 
con la consiguiente obligación de reintegro por parte de la sanidad pública. Además, si de 
lo señalado anteriormente se concluye que no hay derecho al reintegro de gastos médicos, a 
no ser que estemos en presencia del supuesto de urgencia vital, entonces quedaría una 
nueve vía para solicitar el reintegro de los gastos que sería el de la reclamación de 
responsabilidad patrimonial a la Administración por el mal funcionamiento del servicio 
público, conforme a lo que señalan los artículos 139 y siguientes de la Ley 30/1992, de 27 
de noviembre, del Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, siendo competente la jurisdicción contencioso-administrativa114. 

                                                           
112 STEDH de 13 de febrero de 2003. Ap. 99. 
113 BLASCO LAHOZ, J. F. en Curso de Seguridad Social, Valencia, 2001. Ver también, 
CEBRIÁ GARCÍA, M. en Objeciones de Conciencia a intervenciones médicas. Doctrina y 
Jurisprudencia”, 2005, pp. 8-92. En el que la autora hace referencia especial al Reintegro 
de gastos por la sanidad pública a Testigos de Jehová que acuden a la medicina privada 
para recibir asistencia especializada acorde con sus creencias religiosas. En su trabajo 
recoge las distintas sentencias pronunciadas por distintas instancias judiciales. 
114 GALA DURAN, C. “El reintegro de gastos médicos y el derecho fundamental de 
libertad religiosa: el caso de los Testigos de Jehová”, en Civitas- Revista Española de 
Derecho del Trabajo, nº 105, mayo-junio 2001. pp. 356 y ss.  Entiende la autora que esta 
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 Continúa la autora señalando que, cuando no es atendida por parte de la Sanidad 
pública la técnica médica que exige que no exista transfusión de sangre y estos se ven 
obligados a acudir a la medicina privada, en los casos en los que los Testigos de Jehová, 
estaremos en presencia de una denegación injustificada de asistencia lo que supondrá el 
derecho a que los mismos soliciten el reintegro de los gastos médicos, bien en sentido 
propio que se contenía en el art. 18.3º del Decreto 2766/1967, ya derogado, bien en el 
sentido de producirse un mal funcionamiento de un servicio público, y esto, en opinión de 
la autora, en base a las siguientes causas115: 
 

1) En base a lo dispuesto en los arts. 98.1º y 102.1º de la LGSS de 1974 y 2 del 
Real Decreto 63/1995, se derivan varios derechos y obligaciones, tanto para los propios 
beneficiarios como para los servicios sanitarios de la Seguridad Social116. 

 
Así, en base al primero de los preceptos, art. 98.1º de la LGSS, los beneficiarios 

tendrán derecho, con carácter general a la prestación de los servicios médicos y 
farmacéuticos conducentes a conservar o restablecer la salud, así como su aptitud para el 
trabajo, proporcionándose, asimismo, prestaciones complementarias y debiéndose atender, 
especialmente a la rehabilitación física precisa para la recuperación profesional. Por su 
parte, el art. 102.1º impone expresamente a los beneficiarios, la obligación de observar las 
prescripciones de los facultativos que le asisten en cuanto al tratamiento a seguir en cada 
caso117. 

 
Sin embargo, estos preceptos deben interpretarse de forma conjunta con el art. 2 

del Real Decreto 63/1995, en el que se prevé, en desarrollo de los anteriores, que 
constituyen prestaciones sanitarias, facilitadas directamente a las personas por el Sistema 
Nacional de Salud y financiados con cargo a la Seguridad Social o fondos estatales 
adscritos a la Sanidad, las relacionadas en el Anexo I del Real Decreto 63/1995; 
prestaciones que, por otra parte, serán realizadas, conforme a las normas de organización, 
funcionamiento y régimen de los servicios de salud, por los profesionales y servicios 
sanitarios de atención primaria y por los de las especialidades así como por los demás 
profesionales, especialistas y servicios sanitarios legalmente reconocidos118. 

 

                                                                                                                                                    
vía propuesta es más lenta que la prevista en el caso de la urgencia vital que se sustanciaría 
en la vía Social. Ver también: VILLAR ROJAS, F. J. en La responsabilidad de las 
administraciones sanitarias: fundamento y límites. Barcelona, 1996.  
115 GALA DURAN, C. “El reintegro de gastos médicos y el derecho fundamental de 
libertad religiosa: el caso de los Testigos de Jehová”,… cit. pp. 356 y ss. 
116 GALA DURAN, C. “El reintegro de gastos médicos y el derecho fundamental de 
libertad religiosa: el caso de los Testigos de Jehová”,… cit. pp. 356 y 357. 
117 GALA DURAN, C. “El reintegro de gastos médicos y el derecho fundamental de 
libertad religiosa: el caso de los Testigos de Jehová”,… cit. pp. 356 y 357. 
118 GALA DURAN, C. “El reintegro de gastos médicos y el derecho fundamental de 
libertad religiosa: el caso de los Testigos de Jehová”,… cit. pp. 356 y 357. 
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Teniendo en consideración todo lo que acabamos de señalar, el apartado 3º del art. 
2 del Real Decreto dispone que, en todo caso, no se considerarán incluidas en las 
prestaciones sanitarias aquellas atenciones, actividades o servicios en los que concurran 
alguna de las siguientes circunstancias: 

 
a) que no exista suficiente evidencia científica sobre su seguridad y eficacia clínica 

o que  hayan quedado manifiestamente superadas por otras disponibles. 
 
b) que no esté suficientemente probada su contribución eficaz a la prevención, 

tratamiento o curación de las enfermedades, conservación o mejora de la esperanza de vida, 
autovalimiento y eliminación o disminución del dolor y el sufrimiento 

 
c) que se trate de meras actividades de ocio, descanso, confort, deporte, mejora 

estética o cosmética, uso de aguas, balnearios o centros residenciales u otras similares, sin 
perjuicio de su posible atención por los servicios sociales o de otra naturaleza. 

 
En opinión de la autora, es aquí donde se encuentra la clave, por cuanto la solicitud 

por un Testigo de Jehová de una intervención quirúrgica en la que se garantice que no se 
van a realizar transfusiones de sangre no se encuentra incluida en ninguno de los supuestos 
que, conforme al art. 2.3º del Real Decreto 63/1995, no se considerarán como prestaciones 
sanitarias a cargo de la Sanidad pública, por lo que partiendo de ello, cabe interpretar que la 
no atención de la citada solicitud constituye un supuesto de denegación injustificada de 
asistencia sanitaria119. 

 
La fundamentación de la conclusión a la que llega la autora se basa en el hecho de 

que tal solicitud no responde a una mera actividad de ocio, descanso o mejora estética, no 
se encuentra vinculada al supuesto recogido en el apartado b) que anteriormente se ha 
recogido, ya que no se trata de un tratamiento que pretenda contribuir a la prevención, 
tratamiento o curación de las enfermedades, conservación o mejora de la esperanza de vida, 
autovalimiento, eliminación o disminución del dolor y el sufrimiento, sino que, por el 
contrario, se trata de hacer frente a un problema real de salud pero a través de una técnica 
médica acorde con unas determinadas creencias religiosas, y en fin, tampoco cabe incluir 
dicha solicitud en el apartado a) por cuanto el hecho de que, como reconocen incluso 
alguna sentencias, existan médicos de hospitales públicos que respetan la objeción religiosa 
de los Testigos de Jehová a las transfusiones de sangre y que varias clínicas privadas –
algunas de ellas concertadas con los servicios sanitarios de la Seguridad Social- practiquen 
intervenciones quirúrgicas sin transfusión de sangre, implica que, al menos con carácter 
general existe suficiente evidencia científica sobre la seguridad y eficacia clínica de estas 
técnicas médicas120. 

 

                                                           
119 GALA DURAN, C. “El reintegro de gastos médicos y el derecho fundamental de 
libertad religiosa: el caso de los Testigos de Jehová”,… cit. pp. 356 y 357. 
120 GALA DURAN, C. “El reintegro de gastos médicos y el derecho fundamental de 
libertad religiosa: el caso de los Testigos de Jehová”,… cit. pp. 356 y 357. 
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  2) Teniendo en consideración el debido respeto a la Lex artis de los facultativos 
de la Seguridad Social, requisito utilizado en ocasiones por las sentencias de los distintos 
Tribunales, no afecta a la consideración de la solicitud de los Testigos de Jehová como una 
petición de una prestación sanitaria a la que debe hacer frente la sanidad pública. Es decir, 
una cosa es que un médico de la Seguridad Social pueda negarse a practicar una 
intervención quirúrgica sin transfusiones de sangre al considerar que dicha técnica implica 
riesgos que no quiere asumir y otra cosa muy distintas es que ello justifique que la 
Seguridad Social se exima de prestar, de otra forma, dicha asistencia sanitaria, máxime 
cuando clínicas concertadas con la Seguridad Social realizan intervenciones sin tener que 
recurre a la transfusiones121.  

 
Ciertamente, no se puede obligar a un médico a seguir un tratamiento que no 

comparte pero ello no puede suponer eximir a la sanidad pública de toda responsabilidad, 
por cuanto ésta deberá ofertar dicha prestación bien mediante sus propios hospitales en los 
casos en que éstos respetan la objeción a las transfusiones de sangre, bien mediante el 
recurso a clínicas concertadas o a través del reintegro de gastos, en el caso de que las otras 
vías no sean posibles122.  

 
Todo ello supone, en opinión de la autora, que teniendo en consideración que 

como señaló anteriormente, dentro del concepto de prestación sanitaria se incluiría la 
solicitud específica de los Testigos de Jehová, la negativa a la citada solicitud amparándose 
en la Lex artis de los facultativos comportaría una denegación injustificada de la prestación 
sanitaria por cuanto aquella negativa no justifica el que la sanidad pública no articule otros 
medios alternativos para cumplir con aquella prestación123. 

 
3) En el plano constitucional, la negativa a la solicitud de los Testigos de Jehová 

resulta injustificada por cuanto aquella desconoce totalmente el hecho de que dicha 
solicitud no es gratuita o caprichosa sino que se fundamenta en el derecho fundamental de 
libertad religiosa, cuyo fundamento jurídico reside en el art. 16 de la Constitución124.  

 
Considera la autora que resulta difícilmente justificable que, sea posible el 

reintegro de gasto por parte de la sanidad pública en el caso de un tratamiento médico 
defectuoso y el consiguiente recurso a la sanidad privada o esté justificado acudir a una 
clínica concertada en los casos de retrasos en la prestación sanitaria, pero esa posibilidad 
esté vetada en el supuesto de los Testigos de Jehová cuando no sólo está en juego su salud o 
vida al igual que en el resto de los casos sino que también está implicado su derecho a la 

                                                           
121 GALA DURAN, C. “El reintegro de gastos médicos y el derecho fundamental de 
libertad religiosa: el caso de los Testigos de Jehová”,… cit. p. 358. 
122 GALA DURAN, C. “El reintegro de gastos médicos y el derecho fundamental de 
libertad religiosa: el caso de los Testigos de Jehová”,… cit. p. 358. 
123 GALA DURAN, C. “El reintegro de gastos médicos y el derecho fundamental de 
libertad religiosa: el caso de los Testigos de Jehová”,… cit. p. 358. 
124 GALA DURAN, C. “El reintegro de gastos médicos y el derecho fundamental de 
libertad religiosa: el caso de los Testigos de Jehová”,… cit. p. 358. 
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libertad religiosa, y cuando, además, esas mismas clínicas concertadas están capacitadas 
para realizar tratamientos sin necesidad de transfusiones de sangre125.  

 
Para concluir, afirma que no considera acertada la posición adoptada por los 

Tribunales126 al considerar que no se trata de un supuesto de denegación injustificada de 
asistencia al tratarse de una técnica más avanzada a la que la sanidad pública no tiene que 
hacer frente, ya que, la responsabilidad de esta se limita a unas prestaciones sanitarias que 
no desmerezcan de los mejores que puedan obtenerse dentro de nuestras fronteras incluida 
la sanidad privada127. 

 
Tal y como reconoce implícitamente alguna de las Sentencias de los Tribunales 

Superiores de Justicia, una intervención quirúrgica sin transfusión de sangre no puede 
considerarse, como regla general, una técnica más avanzada sino más bien una técnica 
distinta a la utilizada habitualmente en la sanidad pública y, además, totalmente posible 
dentro de nuestras fronteras a través de la medicina privada, por lo que debería concluir 
precisamente lo contrario de lo señalado por los Tribunales citados (STC 166/1996 y STS 
de 22 de noviembre de 1990), esto es, que al no tratase de una técnica más avanzada y ser 
posible en nuestro país, debe ser la sanidad pública la que atienda la solicitud de los 
Testigos de Jehová ya sea directamente o a través del reintegro de los gastos que han 
soportado éstos128. 

 
El argumento económico, ahorro económico, que subyace en la cuestión que 

estamos analizando no puede justificar decisiones que contravienen, entre otros elementos, 
el derecho fundamental de libertad religiosa, por cuanto si bien es cierta, tal y como señala 
la Sentencia del Tribunal Supremo de 22 de noviembre de 1990 que “la obtención de una 

                                                           
125 GALA DURAN, C. “El reintegro de gastos médicos y el derecho fundamental de 
libertad religiosa: el caso de los Testigos de Jehová”,… cit. p. 358. 
126 Entre otras señala la STC 166/1996 y la STS de 22 de noviembre de 1990 (RJ 
1990/8598). En ésta última se establece que: “… se debate… la cuestión de cuál sea el nivel 
de la asistencia sanitarias que es exigible a la Seguridad Social, así como los requisitos que 
la Ley General de la Seguridad Social en su art. 98.1º y 102.3º y el ya citado art. 18 del 
Decreto 2766/1967, de 16 de noviembre, imponen para que sea viable la petición de 
reintegro de gastos médicos distintos de los que asigna la Seguridad Social… abordando el 
problema de la determinación del nivel de asistencia sanitarias que está obligado a 
dispensar la Seguridad Social, declarando en la STS de 16 de febrero de 1988 (1998/632) 
que a obligación de una asistencia de acuerdo con las técnicas médicas más avanzadas no 
puede razonablemente constituir el contenido de la acción protectora de un sistema 
caracterizado por la limitación de medios y por su proyección hacia una cobertura de 
vocación universal, por lo que sólo cabe exigir a aquélla, una asistencia sanitaria que no 
desmerezca de la mejor que pueda obtenerse, dentro de nuestras fronteras incluidas la 
sanidad privada…”. 
127 GALA DURAN, C. “El reintegro de gastos médicos y el derecho fundamental de 
libertad religiosa: el caso de los Testigos de Jehová”,… cit. pp. 358-359. 
128 GALA DURAN, C. “El reintegro de gastos médicos y el derecho fundamental de 
libertad religiosa: el caso de los Testigos de Jehová”,… cit. p. 359. 



Transfusiones de sangre y testigos de Jehová... • 37  
 

 Saberes, vol. 6, 2008 

asistencia de acuerdo con las técnicas médicas más avanzadas no puede razonablemente 
constituir el contenido de la acción protectora de un sistema caracterizado por la limitación 
de medios y por su proyección hacia una cobertura de vocación universal…”, también lo es 
que el propio art. 41 de la Constitución prevé que el sistema de Seguridad Social debe 
garantizar la “asistencia y prestaciones sociales suficientes ante situaciones de necesidad” 
incluidas las de carácter sanitario, así como que el art. 43 del propio texto legal, reconoce el 
derecho a la protección de la salud y la obligación de los poderes públicos de organizar y 
tutelar la salud pública a través de medidas preventivas y de las prestaciones y servicios 
necesarios. Argumento económico aún más discutible cuando no está demostrado que el 
coste de la técnica médica alternativa  sea más alta que el de la habitual y además dicha 
técnica alternativa sea plenamente posible incluso en clínicas concertadas con la Seguridad 
Social con lo que, por otra parte, se salva el inconveniente, señalado por el Tribunal 
Supremo, de la necesidad de establecer o adquirir, en su caso, medios técnicos no 
requeridos con carácter general129.  
 

 
IV.- El derecho de los Testigos de Jehová al reintegro de los gastos sanitarios 
abonados por los servicios prestados fuera del servicio sanitario público 
 
  
 El derecho al reintegro de los gastos sanitarios realizados por los Testigos de 
Jehová en centros sanitarios privados o no concertados con la Seguridad Social, ha sido una 
concepto elaborada, en opinión de CANTERO RIVAS y ESTAÑ TORRES, por la doctrina 
y la jurisprudencial al interpretar y aplicar de forma casuística los preceptos de la 
legislación de la Seguridad Social y la legislación de desarrollo130. En base a dicha teoría, 
las Entidades Gestoras de la Seguridad Social solamente están obligadas a abonar tales 
gastos en los casos en los que estemos en presencia de supuesto de “denegación 
injustificada de asistencia” por parte de las Instituciones sanitarias de la Seguridad Social, 
previamente solicitada y siempre que se notifique, además, dentro de los 15 días naturales 
siguientes al comienzo de la asistencia privada, o cuando la utilización de esos Servicios 
Médicos hayan sido consecuencia a una “asistencia urgente de carácter vital”, siendo 
necesario además destacar que, la concurrencia de las circunstancias señaladas no conceden 
al beneficiario del sistema público de la Seguridad Social un derecho de opción, sino que la 
medicina privada tiene siempre carácter excepcional y que se deberá demostrar ante los 
Tribunales, quienes deberán proceder con criterios cautelosos para evitar conceder el 
derecho al reintegro de cantidades devengadas por cuidados médicos que pudieron prestarse 
perfectamente por parte de la Seguridad Social, que dispone de medios técnicos y humanos 
cualificados, por lo que la mayoría de las ocasiones en que se le marginan trae causa en 

                                                           
129 GALA DURAN, C. “El reintegro de gastos médicos y el derecho fundamental de 
libertad religiosa: el caso de los Testigos de Jehová”,… cit. p. 358. 
130 CANTERO RIVAS, R. y ESTAÑ TORRES, Mª del Carmen, en El reintegro de gastos 
sanitarios causados en instituciones sanitarias ajenas a la Seguridad Social. Regulación 
normativa y doctrina jurisprudencial,… cit. p. 3. 
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decisiones caprichosas o por intereses profesionales o de excesivo afán personal o familiar 
de agotar todo tipo de posibilidades terapéuticas131. 
 

A pesar de lo que señalan CANTERO RIVAS Y ESTAÑ TORRES consideramos 
necesario señalar que, en el presente supuesto estamos ante un derecho fundamental 
contenido en el art. 16 CE, el derecho a la libertad religiosa de los Testigos de Jehová, lo 
que supone que, a la administración corresponde remover los obstáculos que dificulten el 
ejercicio efectivo de los derechos132, de lo que podemos concluir que, efectivamente la 
administración sanitaria deberá prestar a los Testigos de Jehová la asistencia conforme a sus 
convicciones religiosas, bien a través del sistema público sanitario, o, a través de convenios 
que firme con centros sanitarios privados, asumiendo con ello el coste de los tratamientos 
de los Testigos de Jehová que sean respetuosos con los que señalan sus prescripciones 
religiosas. En el supuesto de que esta prestación no sea satisfecha, será necesario que la 
Administración sanitaria proceda al reintegro de los gastos médicos asumidos por los 
Testigos de Jehová, ya que dicha asistencia sanitaria no es caprichosa sino que es una 
consecuencia de la obligación que tiene la administración de hacer efectivo el derecho 
fundamental de libertad religiosa de sus ciudadanos. 
 
 
V.- La posición de los Tribunales: 
 

El derecho al reintegro de gastos médicos que soportan los Testigos de Jehová en 
las clínicas privadas se presenta por parte de estos como consecuencia de que los 
tratamientos médicos conforme a sus creencias religiosas no se dispensan en la sanidad 
pública. Estos tratamientos son dispensados exclusivamente en clínicas privadas, es decir, 
sin necesidad de procederse a una transfusión sanguínea, y por tanto, estos pacientes con el 
fin de cumplir con los preceptos religiosos, acuden a estos establecimientos sanitarios 
privados. 

 
Es a partir de este planteamiento cuando, los Testigos de Jehová una vez que han 

recibido el tratamiento conforme a sus convicciones religiosas, solicitan a las instancias 
sanitarias correspondientes el reintegro de los gastos de los tratamientos que han recibido y 
que han tenido que sufragar. 

 
La posición que se adopta por parte de los Tribunales en el ámbito del reintegro de 

los gastos médicos ha sido dispar, por ello, se ha presentado un Recurso de Casación ante el 
Tribunal Supremo para la unificación de doctrina133. Se han alegado en el presente caso dos 
Sentencias contradictorias, concretamente, la Sentencia de la Sala Cuarta del Tribunal 

                                                           
131 CANTERO RIVAS, R. y ESTAÑ TORRES, Mª del Carmen, en El reintegro de gastos 
sanitarios causados en instituciones sanitarias ajenas a la Seguridad Social. Regulación 
normativa y doctrina jurisprudencial,… cit. p. 3. 
132 Art. 9.2º CE. 
133 SSTS de (Sala de lo Social) de 3 de mayo de 1994. (RJ 1994/5353). 



Transfusiones de sangre y testigos de Jehová... • 39  
 

 Saberes, vol. 6, 2008 

Supremo de 14 de abril de 1993134 y la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia 
de Cataluña de 30 de septiembre de 1991135. 

 
La Sentencia del Tribunal Supremo para Unificación de doctrina afirma que, 

teniendo en consideración que concurren los requisitos señalados en la legislación vigente, 
es decir, existe identidad esencial de hechos, fundamentos y pretensiones respeto a los 
litigantes en idéntica situación jurídica, se han producido pronunciamientos diferentes, dado 
que la cuestión planteada en las citadas resoluciones se centra en determinar si la persona, 
perteneciente a Testigos de Jehová, que abandona la medicina pública a fin de evitar una 
transfusión de sangre –contraria a su confesión religiosa- requerida por los facultativos 
dependientes del servicio público hospitalario y acuden a una clínica privada donde se 
realiza la intervención quirúrgica sin transfusión de sangre, tiene derecho o no a ser 
reintegrado en los gastos ocasionados ante al asistencia hospitalaria y médica privada136. 

 
Concluye la Sentencia denegando el derecho al reintegro de gastos médicos 

soportados por el paciente en los siguientes términos:  
 
“Deviene claro que el afiliado a la Seguridad Social puede optar entre la 
medicina pública y privada e incluso negarse al tratamiento prescrito por los 
facultativos de los centros de sanidad  públicos solicitando el alta voluntaria (art. 
10.9 y 11.4 de la Ley General de Sanidad 14/1996, de 25 de abril), pero también 
que las Administraciones Públicas no abonarán los gastos que puedan 
ocasionarse por la utilización de servicios distintos de aquellos que correspondan 
al beneficiario (art. 17 de la Ley General de Sanidad) –salvo aquellos supuestos 
excepcionales que han de ser justificados por los interesados, como los de 
urgencia vital o denegación injustificada de tratamiento- habiendo, además 
declarado esta Sala en su Sentencia de 22 de noviembre de 1990137 que <la 
obtención de una asistencia con las técnicas más avanzadas no puede, 
razonablemente, constituir el contenido de la acción protectora de un sistema 
caracterizado por la limitación de medios y por su proyección hacia una 
cobertura de vocación universal>. Dado el contenido concreto de la asistencia 
sanitaria exigible a la Seguridad Social, no parece deba ser considerado como 
caso excepcional, determinante del reintegro de gastos médicos, el dato de que el 
beneficiario no acepte el tratamiento prescrito por el servicio médico en razón a 
determinados preceptos que su cohesión le impone; como sienta la Sentencia de 
14 de abril de 1993 < el Estado debe respetar las creencias religiosa, pero no 
tiene el deber de financiar aquellos aspectos de las mismas que no sean 
acreedores de protección o fomento desde el punto de vista general>, por lo que 
<en definitiva ha de concluirse que las consecuencias de todo orden (también las 

                                                           
134 RJ 1993/3338.  
135 AS 1991/5610. 
136 AS 1994/5353. F. J. 2º. 
137 SSTS de 22 de noviembre de 1990 (RJ 1990/8598). 
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económicas) que derivan del precepto religioso que nos ocupa han de ser 
asumidas por quien al mismo quiera atenerse>”138. 

 
 Con el fin de recoger las sentencias que se han pronunciado por parte de los 
Tribunales de las distintas instancias judiciales, procedemos a recoger el contenido de la 
Sentencia del Tribunal Superior de Castilla y León, Valladolid, Sala de lo Social, Sección 
1ª, de 16 de mayo de 2007, en la que se contiene una recopilación exhaustiva de los 
distintos pronunciamiento de los Tribunales, así como, las dos Sentencias en las que los 
Tribunales se han posicionado a favor del reintegro de los gastos médicos soportados por 
los pacientes en la sanidad privada con el fin de hacer efectivo –en su opinión- con los 
mandatos de su confesión religiosa139. 
  
1.- Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-león, Valladolid, Sala de lo 
social, Sección 1ª, de 16 de mayo de 2007140 
 
 a) Antecedentes: 
 
 Al demandante le fue detectado en el servicio público de salud un carcinoma en la 
vejiga que debía ser extirpado mediante cirugía. Acudió al hospital público para que le 
realizaran la intervención, momento en el que se le entrega para su firma un documento de 
consentimiento informado en cuyo punto segundo se contemplaba como posibilidad que 
durante o después de la intervención fuese posible la utilización de sangre y/o 
hemoderivados, para lo que, entre otras cosas, se pedía su consentimiento. El paciente no se 
negó a ser intervenido quirúrgicamente, pero sí a recibir cualquier transfusión sanguínea, 
debido a sus convicciones religiosas. Ante esta situación el Hospital Público le comunicó 
que no podía realizar la intervención quirúrgica sin transfusión de sangre, ante lo cual el 
actor acudió a una clínica privada de Barcelona, donde se siguió el tratamiento.  
 
 Concurre en el presente caso la circunstancia de que la intervención de vejiga es 
una intervención delicada pero sencilla, que se puede realizar con anestesia epidural sin que 
sea precisa transfusión de sangre, salvo complicaciones hemorrágicas excepcionales. De 
hecho en el hospital privado al que acudió el actor tras la negativa del hospital público a 
realizar la intervención no solamente le practicaron esta intervención, sino una posterior 
extirpación de la vejiga, sin que en ninguno de los casos fuese precisa transfusión 
sanguínea.  
 
 Como consecuencia de todo ello, el actor reclama los gastos ocasionados por la 
atención sanitaria externa al servicio público, entendiendo que se ha producido una negativa 
de éste a prestar la atención debida al paciente. 

                                                           
138 AS 1994/5353. F. J. 3º. 
139 Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Navarra, Sala de lo Social, nº 356/1993. 
RJ 1993/3290 y Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha, Sala de 
lo Social, de 15 de abril de 1991, RJ 1991/2896. 
140 Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-León, Valladolid, Sala de lo 
Social, Sección 1ª, de 16 de mayo de 2007, RJ. 2007/2468. 
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 b) ¿La negativa del servicio público a la prestación de asistencia sanitaria debida 
constituye un supuesto de reintegro de gastos? 
 
 Según se ha señalado de forma reiterada por parte del Tribunal, “…la denegación 
de la asistencia debida por parte de las Entidades obligadas a prestar la asistencia 
sanitaria de la Seguridad Social puede en algunos casos constituir un supuesto que da 
lugar a la obligación del reintegro de los gastos en los que incurre el paciente fuera del 
Sistema de la Seguridad Social, siempre y cuando la situación médica y la evolución 
previsible de las dolencias del paciente no admitan, sin poner en riesgo cierto y grave 
elementos esenciales de la integridad física o psíquica del paciente, la demora en la que se 
incurriría en la tramitación de las reclamaciones y recursos necesarios para obtener la 
asistencia debida de la institución obligada a su prestación” 141. 
 
 Los argumentos jurídicos de la posición adoptada por parte del Tribunal tienen su 
base en los siguientes preceptos del ordenamiento jurídico: “… el art. 43 de la Constitución 
que reconoce a todo ciudadano el derecho a la protección de su salud, indicando que 
corresponde a los poderes públicos organizar y tutelar la salud pública a través de las 
medidas preventivas y de las prestaciones y servicios necesarios y que, por tanto, la 
prestación de la asistencia sanitaria de la Seguridad Social, a partir de la vigencia 
constitucional y especialmente de la Ley 14/1986 de 25 de abril General de la Sanidad, no 
ha de ser entendida como un puro mecanismo de aseguramiento público, sino como un 
servicio público esencial de obligatoria prestación por los poderes públicos, si bien su 
contenido y beneficiarios habrán de ser precisados, conforme al art. 53.3º de la 
Constitución, por las leyes que desarrollen el texto constitucional. El legislador español ha 
optado por la prestación de este servicio a través de sus propios medios y estructuras, 
constituyendo un Sistema Nacional de Salud de carácter público, en el que se integran y 
coordinan las competencias de la administración General del Estado y las propias de las 
Comunidades Autónomas. Las administraciones competentes están obligadas a prestar este 
servicio a través de sus medios propios de forma que el titular del derecho a la prestación 
no puede dirigirse a instituciones sanitarias distintas a las previstas para obtener las 
correspondientes prestaciones, siendo a su exclusivo cargo los gastos que se originen 
cuando así lo haga. Así lo disponen tanto el art. 17 de la Ley 14/1986 (las administraciones 
públicas obligadas a atender sanitariamente a los ciudadanos no abonarán a éstos los gastos 
que puedan ocasionarse por utilizar de servicios sanitarios distintos a aquellos que les 
correspondan en virtud de lo dispuesto en esta Ley, en las disposiciones que se dicten para 
su desarrollo y en las normas que aprueben las Comunidades Autónomas en el ejercicio de 
sus competencias), el art. 102.3º de la Ley General de la Seguridad Social de 1974 (las 
Entidades obligadas a prestar la asistencia sanitaria no abonarán los gastos que puedan 
ocasionarse cuando el beneficiario utilice servicios médicos distintos de los que hayan sido 
asignados, a no ser en los casos que reglamentariamente se determinen), el art. 9 de la Ley 
16/2003, de 28 de mayo, de cohesión y calidad del Sistema Nacional de Salud (Las 
prestaciones sanitarios del Sistema Nacional de Salud únicamente se facilitarán por el 
personal legalmente habilitado, en centros y servicios, propios o concertados, del Sistema 

                                                           
141 SSTSJ de Castilla-León, Valladolid, 16 de mayo de 2007. F. J. 1º. 
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Nacional de Salud, salvo en situaciones de riesgo vital, cuando se justifique que no 
pudieron ser utilizados los medidos de aquél, sin perjuicio de lo establecido en los 
Convenios internacionales en los que España es parte), el art. 5 del Real Decreto 63/1995, 
de 20 de enero (1. la utilización de las prestaciones se realizará con los medios disponibles 
en el Sistema Nacional de Salud, en los términos y condiciones previstos en la Ley General 
de Sanidad y demás disposiciones que resulten de aplicación…. 2. las prestaciones 
recogidas en el Anexo I solamente serán exigibles respecto del personal, instalaciones y 
servicios propios o concertados, del Sistema Nacional de Salud, salvo lo  establecido en los 
Convenios Internacionales) o el art. 4.3 del Real Decreto 1030/2006, de 15 de septiembre, 
(que ha derogado y sustituido el anterior, si bien no es aplicable a este caso por razón de su 
fecha) donde se dice que <la Cartera de servicios comunes únicamente se facilitará por 
centros, establecimientos y servicios del Sistema Nacional de Salud, propios o concertados, 
salvo en situaciones de riesgo vital, cuando se justifique que no pudieron ser utilizados los 
medios de aquél>, añadiendo que < en esos casos de asistencia sanitaria urgente, inmediata 
y de carácter vital que hayan sido atendido fuera del Sistema Nacional de Salud, se 
reembolsarán los gastos de la misma, una vez comprobado que no se pudieron utilizar 
oportunamente los servicios de aquél y que no constituye una utilización desviada o abusiva 
de esta excepción> y que todo ello es <sin perjuicio de lo establecido en los convenios 
internacionales en los que España sea parte o en normas de Derecho interno reguladoras de 
la prestación de asistencia sanitaria en supuestos de prestación de servicios en el 
extranjero>”142.    
 
 Continúa la Sentencia señalando que: “Este derecho genérico a la protección de la 
salud, comprende concretos derechos a prestaciones de asistencia sanitaria, configuradas 
hoy como una Cartera de servicios regulada en el citado Real Decreto 1030/2006, de 15 de 
febrero, que ha venido a sustituir el Real Decreto 63/1995, de 20 de enero, de manera que el 
contenido del derecho a la prestación de asistencia sanitaria viene determinado por esas 
normas jurídicas de manera que si existe el derecho prestacional con arreglo a las mismas  
el mismo no ha sido satisfecho por los servicios obligados a ello, nos encontraremos ante 
un incumplimiento de ésta consistente en una indebida denegación de la asistencia”143. 
 
 c) ¿La denegación indebida de asistencia es un supuesto de reembolso de gastos? 
 
 La negativa indebida de asistencia era un supuesto de reembolso de gasto que 
estaba contemplada en la normativa anterior al Real Decreto 63/1995, pero que se omitió en 
el mismo, al igual que ha ocurrido posteriormente en el texto del art. 9 de la Ley 16/2003, 
de Cohesión y calidad del Sistema Nacional de Salud y el Real Decreto 1030/2006, 
regulador de la Cartera de servicios. La desaparición en estas normas de la mención expresa 
a la denegación indebida de asistencia dio lugar a que se plantearan dudas sobre su 
inclusión actual entre los supuestos de reintegro del gasto. La Sala Cuarta del Tribunal 
Supremo se ha pronunciado al respecto144 posicionándose: “… en contra de la 
interpretación puramente literal del Real Decreto 63/1995 y contra la exclusión del 

                                                           
142 SSTSJ de Castilla-León, Valladolid, 16 de mayo de 2007. F. J. 2º. 
143 SSTSJ de Castilla-León, Valladolid, 16 de mayo de 2007. F. J. 2º. 
144 SSTS, de 8 de noviembre de 1999, (Recurso 3800/1998, RJ 1999/9416). 
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supuesto de denegación indebida de asistencia del derecho al reintegro de gastos. Nos dice 
esta Sentencia lo siguiente, hablando de la sustitución del art. 18 del Decreto 2766/1967 por 
el art. 5.3º del Real Decreto 63/1995:  
 
 <Al examinar si la variación normativa tiene el alcance necesario para provocar 
esa disparidad en la decisión, o si por el contrario, pese a encontrarnos ante disposiciones 
diversas, dada la igualdad de regulación en el aspecto que interesa para resolver la 
pretensión ejercitada, se puede hablar igualmente de identidad de fundamentos, la sala se 
inclina por esta tesis”145. 
 
 Para llegar a esta conclusión, conviene dejar sentado que el reintegro de gastos 
médicos originados en situación de urgencia y por error de diagnóstico es de creación de la 
jurisprudencia, doctrina que se inició en la Sentencia de 3 de junio de 1965, dictada en 
recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal en interés de la Ley, y por tanto resuelto con 
doctrina vinculante, en interpretación del art. 73 del Reglamento del Seguro Obligatorio de 
Enfermedad de 20 de marzo de 1948, precepto que indicaba que los beneficiarios del 
seguros -se servirán únicamente de los médicos del seguro y se sujetarán al tratamiento que 
estos prescriban a partir del primer reconocimiento. De lo contrario el seguro no se hará 
responsable con respecto al asegurado-146.  
 

Sentaba la Sentencia la doctrina que esta obligación…. –es un tanto la urgencia del 
caso clínico, unida a la desatención efectiva del enfermo, o solamente esta última, no 
imponga a los familiares del mismo y previos los asesoramientos facultativos suficientes el 
deber de hospitalización inmediata y utilización de la asistencia privada, para evitar que se 
ponga en peligro la vida o la curación definitiva del paciente supuestos de excepción muy 
cualificada, en los que los gastos, que el tratamiento particular de emergencia origine, 
deben correr a cargo del Seguro…-. En la normativa instaurada por el Texto articulado 
Primero de la Ley General de la Seguridad Social de 1974 y las disposiciones que lo 
desarrollan, es decir, en relación con la asistencia sanitaria, el Decreto anteriormente citado 
del 19 de noviembre de 1967, en la redacción primigenia de su art. 18, regulaba las 
hipótesis de reintegro por la negativa injustificada de la prestación de asistencia debida y el 
supuesto de utilización de servicios médicos distintos de los asignados requeridos por una 
asistencia urgente de carácter vital147.  

 
En la nueva redacción del precepto realizada por el Decreto 2575/1973, de 14 de 

septiembre, se regula clarificando las hipótesis de reintegro por denegación injustificada de 
la asistencia, atribuyendo esta decisión a la Entidad Gestora, Mutua patronal o Empresa 
colaboradora y no a sus servicios médicos, manteniendo los mismos supuestos en que es 
posible el reintegro, es decir, el referido rechazo injustificado y los supuestos de urgencia 

                                                           
145 SSTSJ de Castilla-León, Valladolid, (Sala de lo Social, Sección 1ª), de 16 de mayo de 
2007. (AS 2007/2468). F. J. 2º. 
146 SSTSJ de Castilla-León, Valladolid, (Sala de lo Social, Sección 1ª), de 16 de mayo de 
2007. (AS 2007/2468). F. J. 2º. 
147 SSTSJ de Castilla-León, Valladolid, (Sala de lo Social, Sección 1ª), de 16 de mayo de 
2007. (AS 2007/2468). F. J. 2º. 
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vital. Es evidente que en la literalidad del precepto no se contemplaba el error de 
diagnóstico, como no ocurría en la regulación anterior, como hemos visto, pero no por ello 
se le excluyó a efectos de imputación de responsabilidad del reintegro, pues la doctrina de 
esta Sala mantuvo, durante la vigencia de esos Decretos, la que se desprendía de esa 
sentencia inicial dictada en el Recurso en interés de la Ley, es decir, la obligación de 
reintegro no sólo en la desatención y la urgencia vital que ya regulaba de manera expresa 
sino también cuando por la inasistencia o el error se ponía en peligro la curación definitiva 
del paciente148. 

 
Esta responsabilidad debe predicarse igualmente en relación a la nueva regulación, 

y ello no sólo porque subsisten las mismas razones que dieron lugar a esa creación de esa 
doctrina, pues en este aspecto la nueva normativa es igual a la que regulaba la asistencia 
sanitaria en el art. 18 del Decreto 2766/1967, y más amplia que la que contemplaba el 
antiguo art. 73 del Reglamento del Seguro Obligatorio de enfermadas, sino también porque 
el Real Decreto de 20 de enero de 1995, contempla, como expresa su Exposición de 
Motivos, esa asistencia sanitaria, e igualmente la protección de la salud, de conformidad 
con lo dispuesto en el art. 43 de la Constitución, y esa protección en este doble aspecto es la 
que se desprende de la jurisprudencia de este Tribunal Supremo149. 

 
En realidad la nueva regulación del Real Decreto 62/1995, recoge esas 

orientaciones de la jurisprudencia, por ejemplo, cuando regula la exclusión de tratamientos 
que supongan infracción del principio constitucional de igualdad, u omisiones significativas 
en la regulación como puede servir de muestra la exclusión del tratamiento psiquiátrico, y 
de acuerdo con esta tendencia, la no mención del error de diagnóstico no puede llevarnos a 
la conclusión de que en ese supuesto se le excluya de la obligación del reintegro como se 
pretende en la impugnación del recurso150. 

 
En este sentido puede citarse lo declarado en el voto particular a la Sentencia de la 

Sala Cuarta de 20 de octubre de 2003151 donde se dice que: “… esa Sala ha declarado 
también con reiteración que la asistencia urgente a estos efectos se define no por la mera 
urgencia de la atención, sino por el hecho de que esa urgencia determine la imposibilidad 
de acceso del beneficiario a los servicios de la Seguridad Social”, pero que cuando “la 
eventual urgencia no ha impedido el acceso de la actora a los servicios sanitarios de la 
Seguridad Social” sino que “lo que ha ocurrido es que la prestación solicitada ha sido 
denegada por no disponible y no dispensable” estamos ante “el antiguo supuesto de 

                                                           
148 SSTSJ de Castilla-León, Valladolid, (Sala de lo Social, Sección 1ª), de 16 de mayo de 
2007. (AS 2007/2468). F. J. 2º. 
149 SSTSJ de Castilla-León, Valladolid, (Sala de lo Social, Sección 1ª), de 16 de mayo de 
2007. (AS 2007/2468). F. J. 2º. 
150 SSTSJ de Castilla-León, Valladolid, (Sala de lo Social, Sección 1ª), de 16 de mayo de 
2007. (AS 2007/2468). F. J. 2º. 
151 SSTS de 20 de octubre de 2003, (RJ 2004/502). 
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reintegro por denegación injustificada de asistencia del ar. 18 del decreto 2766/1967, que 
obviamente sigue existiendo, aunque se haya <olvidado> por el Real Decreto 63/1995152.  

 
Este criterio del voto particular es compartido por la Sala Cuarta en su Sentencia, 

puesto que en la misma no se analiza un supuesto de recurso a medios ajenos a la Seguridad 
Social por urgencia vital en sentido estricto, sino por falta de dispensación en el tiempo 
necesario de la prestación de asistencia debida, dado que los medios precisos para ello no 
fueron implantados en la sanidad pública de la Comunidad 
Autónoma en aquel caso implicada hasta un tiempo después de los hechos. La discrepancia 
del voto particular se centro entonces en determinar si la prestación es cuestión estaba o no 
incluida dentro del catálogo prestacional obligatoria para la sanidad pública, pero entre 
dicho voto y la sentencia dictada aparece una coincidencia en cuanto se viene a entender 
que la denegación injustificada de asistencia, aunque olvidada en el texto positivo de la 
norma aplicable, sigue constituyendo un supuesto de reintegro de gasto en determinados 
supuestos153. 
 
 En el mismo sentido también la Sentencia de la misma Sala Cuarta de 19 de 
diciembre de 2003154, vino a estimar la procedencia de un reintegro de gastos, aún cuando 
el mismo se justificase bajo la cobertura del supuesto de urgencia vital, en un caso de 
denegación indebida de asistencia por los servicios públicos a los que oportunamente había 
acudido el paciente. En definitiva la denegación injustificada de asistencia puede constituir 
supuesto de reintegro de gastos cuando pueda integrarse dentro del concepto de urgencia 
vital155. 
 
 d) No toda denegación indebida de asistencia habilita al beneficiario a dirigirse a 
los servicios sanitarios ajenos al sistema público y obtener  posteriormente de la 
administración el reintegro de gastos 
 
 Entiende la Sala que, el beneficiario que ve indebidamente denegada la asistencia 
pretendida tiene la carga de acudir a los procedimientos de queja y recurso, administrativo y 
judicial, preciso para cuestionar la denegación y obtener la prestación. Sin embargo, cuando 
nos encontramos ante situaciones en que el tiempo necesario para obtener una respuesta 
efectiva a dichos recursos es superior al que demanda el estado del paciente para evitar la 
pérdida de la vida del beneficiario u otros daños permanentes y graves para su salud e 
integridad, la respuesta ha de ser diferente156. 
 

                                                           
152 SSTSJ de Castilla-León, Valladolid, (Sala de lo Social, Sección 1ª), de 16 de mayo de 
2007. (AS 2007/2468). F. J. 2º. 
153 SSTSJ de Castilla-León, Valladolid, (Sala de lo Social, Sección 1ª), de 16 de mayo de 
2007. (AS 2007/2468). F. J. 2º. 
154 SSTS de 23 de diciembre de 2003 (RJ 2004/2579). 
155 SSTSJ de Castilla-León, Valladolid, (Sala de lo Social, Sección 1ª), de 16 de mayo de 
2007. (AS 2007/2468). F. J. 2º. 
156 SSTSJ de Castilla-León, Valladolid, (Sala de lo Social, Sección 1ª), de 16 de mayo de 
2007. (AS 2007/2468). F. J. 3º. 
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 De acuerdo con el art. 22 del Reglamento CEE 1408/1971157, la propia Entidad 
Gestora está obligada a autorizar el recurso a los servicios sanitarios de otros países de la 
Unión Europea cuando, tratándose de prestaciones incluidas en el cuadro prestacional 
español, la asistencia debida no puede ser prestada en tiempo oportuno por los servicios 
sanitarios españoles, habida cuenta del estado de salud actual y la evolución probable de la 
enfermedad del beneficiario, esto es, cuando la espera para obtener la asistencia debida 
implique un grave riesgo para los derechos protegidos por el art. 15 de la Constitución158. 
 
 Sería absurdo por tanto interpretar que la Entidad Gestora esté obligada a autorizar 
una prestación de servicios sanitarios externa en el extranjero y no pueda autorizar una 
prestación de servicios externa en el propio territorio español o incluso en la propia 
localidad donde reside el paciente. Y, del mismo modo, tampoco puede llegarse a una 
interpretación según la cual en todo caso haya de tramitarse dicha autorización de forma 
previa a la recepción de la asistencia, recurriendo ante los órganos judiciales las 
resoluciones denegatorias de la misma, puesto que si el riesgo que implica el estado de 
salud del paciente no permite la “espera” determinada por la Administración sanitaria 
tampoco permitirá la “espera” propia de la administración de Justicia. En estos casos el 
beneficiario puede recurrir a medios externos antes de obtener una respuesta y ello no 
obstará a su derecho al reembolso de los gastos, si bien al obrar así asume el riesgo de 
equivocarse en la apreciación de las circunstancias médicas concurrentes y, con ello, de no 
obtener dicho reembolso159. 
 

Es importante subrayar que en esos supuestos el mecanismo de reembolso opera 
realmente como una autorización de uso de medios externos con efectos de carácter 
retroactivo (posibilidad permitida por el art. 57.3º de la Ley 30/1992, autorización cuya 
denegación es desde luego revisable en vía jurisdiccional social)160. 

 
En definitiva la urgencia a la que aluden los arts. 9 de la Ley 16/2003, de 28 de 

mayo, de cohesión y calidad del Sistema Nacional de Salud, el art. 5.3º del Real Decreto 
63/1995, de 20 de enero y el art. 4.3º del Real Decreto 1030/2006, de 15 de septiembre, por 
el que se establece la Cartera de Servicios Comunes del Sistema Nacional de Salud, implica 
poner en relación dos plazos distintos: a) el necesario para obtener, en función de las 
circunstancias del caso, la asistencia pública debida, y, b) el necesario para obtener la 
asistencia externa. Si la opción entre una y otra implica una diferencia temporal de la que 
nace un riesgo grave para la salud, vida o la integridad física estaremos ante una situación 
urgente. Si el plazo para el acceso a los servicios públicos es superior en unos minutos u 
horas al necesario para obtener la asistencia por medios externos  a la Seguridad Social, la 
urgencia habrá de interpretarse en correlación con los efectos previsibles de la espera 

                                                           
157 LCEur 1997/199). 
158 SSTSJ de Castilla-León, Valladolid, (Sala de lo Social, Sección 1ª), de 16 de mayo de 
2007. (AS 2007/2468). F. J. 3º. 
159 SSTSJ de Castilla-León, Valladolid, (Sala de lo Social, Sección 1ª), de 16 de mayo de 
2007. (AS 2007/2468). F. J. 3º. 
160 SSTSJ de Castilla-León, Valladolid, (Sala de lo Social, Sección 1ª), de 16 de mayo de 
2007. (AS 2007/2468). F. J. 3º. 
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durante dichas horas, pero si la diferencia es de meses o años, la urgencia habrá de ser 
razonada en tales términos, puesto que la atención que puede esperar unas horas quizá no 
pueda esperar unos meses. Y ello podrá ocurrir tanto si el acceso a los servicios públicos en 
el plazo necesario para obtener el tratamiento se hace inviable como consecuencia de su 
lejanía, como cuando se debe a su escasez (supuesto típico de las listas de espera) o a la 
denegación indebida de asistencia, incluido el error grave de diagnóstico o de tratamiento. 
Si en todos estos supuestos se impone al beneficiario la carga de tramitar procedimientos 
administrativos de reclamación y posteriormente acciones judiciales, y todo ello antes de 
recibir la asistencia sanitaria debida, se perderá la lógica y la finalidad de la norma. Y por 
ello el tiempo necesario para todos esos trámites debe ser tomado en consideración  a la 
hora de compararlo con el plazo necesario para obtener la asistencia mediante el recurso a 
medios externos161.  

 
e) Es necesario que la variación temporal entre la asistencia en un centro 

sanitario público y privado afecte negativamente en la salud o recuperación del paciente, 
por ello la urgencia debe ser en todo caso “vital” 
 
 Señala la Sala del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-León que el término de 
“urgencia vital”, junto con la acepción de algo <perteneciente o relativo a la vida>, el 
Diccionario de la Real Academia contiene la acepción, más ajustada, en relación con el 
término “vital” como algo <de suma importancia o trascendencia>. De hecho ni siquiera en 
la primera acepción del término “vital” debe interpretarse como riesgo de muerte puesto 
que existen otros muchos daños posibles que, sin implicar la muerte, sí afectan muy 
sustancialmente a la calidad de vida de la persona. Es por tanto a la afección previsible de 
la vida, sin necesidad de llegar a su pérdida, a lo que ha de referirse el concepto de 
“vital” 162.  
 
 Para que el reembolso de los gastos sea procedente no es preciso, por tanto, que 
esté en riesgo cierto e inminente la propia vida del paciente, sino que basta con que 
racionalmente pueda representarse la probabilidad cierta de que un retraso en recibir la 
asistencia pueda producir daños graves para la salud en forma de secuelas o incluso de 
prolongación en el tiempo de sufrimientos intolerables, puesto que tal es el alcance de los 
bienes jurídicos protegidos por el art. 15 de la Constitución, correlato ineludible del art. 43 
del mismo texto legal, como ha establecido la doctrina sentada por parte de la Sala Cuarta 
del Tribunal Supremo en su Sentencia de 20 de octubre de 2003163.  
 
 La situación del enfermo puede ser calificada como de “urgencia vital” cuando 
esté en riesgo cierto e inminente la propia vida del paciente, pero también cuando pueda 
representar la probabilidad cierta de que un retraso en recibir la asistencia puede producir 

                                                           
161 SSTSJ de Castilla-León, Valladolid, (Sala de lo Social, Sección 1ª), de 16 de mayo de 
2007. (AS 2007/2468). F. J. 3º. 
162 SSTSJ de Castilla-León, Valladolid, (Sala de lo Social, Sección 1ª), de 16 de mayo de 
2007. (AS 2007/2468). F. J. 4º. 
163 SSTSJ de Castilla-León, Valladolid, (Sala de lo Social, Sección 1ª), de 16 de mayo de 
2007. (AS 2007/2468). F. J. 4º. 
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daños graves para la salud en forma de secuelas o la prolongación en el tiempo de 
sufrimientos intolerables, debiendo medirse la urgencia en función del plazo aceptable de 
espera para recibir la asistencia, con arreglo a una evaluación médica objetiva del estado y 
de las necesidades clínicas del paciente164, en la que se señala que: “el paciente tiene 
derecho a recibir la asistencia sanitaria pública en “el plazo normalmente necesario”, 
“habida cuenta de su estado de salud actual y la evolución probable de la enfermedad”, 
usando los términos contenidos en el segundo párrafo del art. 22.2 de la versión vigente del 
Reglamento CEE 1408/71, interpretado conforme a las distintas sentencias pronunciadas 
por parte del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas165. 
 
 Todas estas normas y sentencias, en definitiva, establecen el derecho de los 
beneficiarios de los Sistemas Nacionales de la Seguridad Social, a recibir las prestaciones 
incluidas en la Cartera de servicios de cada uno de estos sistemas en el plazo adecuado, de 
forma que si el Sistema Nacional no está en condiciones de prestar las mimas en dicho 
plazo, está obligada a sufragar su prestación externa, debiendo autorizar el uso de medios 
externos si se trata de prestación incluida dentro del cuadro de servicios de la Entidad 
gestora y no sea posible obtener un tratamiento idéntico o que presente el mismo grado de 
eficacia para el paciente en tiempo útil166. 
 
 Considera la Sala que la legislación española ha de interpretarse conforme a dicha 
norma comunitaria, puesto que de lo contrario se produciría el absurdo de que el paciente 
tendría derecho a obtener el tratamiento en otro Estado comunitario a cargo el servicio 
público español y sin embargo no podría obtenerlo en el propio territorio español, debiendo 
recordarse que el contenido del citado artículo no sólo implica el derecho a obtener una 
autorización para recibir la asistencia sanitaria con medios externos a la Seguridad Social 
española en otro Estado europeo, sino también el derecho al reintegro de gastos cuando, 
cumpliendo los requisitos necesarios para obtener autorización, ésta fuese denegada 
infundadamente167. El derecho al reembolso nace cuando la autorización es denegada por la 
Administración de forma indebida, en los términos de la Sentencia Vanbraekel, y también, 
como hemos razonado, cuando esa autorización no existe, bien por no haberse solicitado, 
bien por haber acudido a los servicios ajenos a la Seguridad Social antes de haberse dictado 
resolución sobre la misma, siempre y cuando estemos ante una urgencia de carácter vital 
que impida esperar a la tramitación del correspondiente procedimiento administrativo o 

                                                           
164 Tal y como se señala en la Sentencia del Tribunal de Justicia de las Comunidades 
Europeas de 16 de mayo de 2006 (TSJE 2006/141) Asunto C-372/2004, Ivonne Watts. 
165 Sentencias pronunciadas por parte del Tribunal de Justicia de las Comunidades 
Europeas, de 12 de julio de 2001 (TJCE 2001/196), Asunto C-157/1999, Smits y Peerboms, 
de 13 de mayo de 2003 (TJCE 2003/135), Asunto C-358/1999, Müller-Frauré y Van Riet) y 
de 23 de octubre de 2003, (TJCE 2003/347), Asunto C-56/2001, Inizan. 
166 SSTSJ de Castilla-León, Valladolid, (Sala de lo Social, Sección 1ª), de 16 de mayo de 
2007. (AS 2007/2468). F. J. 4º. 
167 SSTJCE de 12 de julio de 2001, Asunto C-368/1998, Vanbraekel). 
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judicial ante la seria amenaza de daño para bienes vitales del paciente producida por la 
demora que ello supondría168.   
 
 f) ¿Cómo aplica la Sala los argumentos que anteceden al caso que trata de 
resolver? 
 

Considera la Sala que: 1) la prestación de asistencia sanitaria estaba incluida 
dentro del conjunto de prestaciones sanitarias que el Servicio público debe dispensar a los 
ciudadanos, esto es, dentro de su ahora denominada “Cartera de servicios”. Por otra parte, 
además, 2) la situación, efectivamente, era de urgencia, de manera que no era posible exigir 
del paciente que acudiese, antes de recibir la asistencia sanitaria, a vías de reclamación o 
recurso. Nos encontramos, también, 3) con que dicha urgencia era vital, estando en juego la 
propia vida del paciente. 

 
La condición por tanto que debe examinarse para determinar si el paciente es 

titular del derecho reclamado al reintegro de gastos es si “realmente existió una negativa del 
servicio público de salud a prestar la asistencia sanitaria debida”. No cabe duda de que 
existió una negativa a realizar la prestación en las condiciones exigidas por el paciente. El 
problema es si dicha negativa se encontraba o no justificada y si puede equipararse a la 
negativa pura y simple a dispensar la asistencia sanitaria169. 

 
g) ¿Puede la  prestación sanitaria ser exigida por el paciente que se preste en la 

forma establecida por la confesión religiosa que profesa?  
 
Antes de dar respuesta a la pregunta planteada la Sala procede a determinar: el 

contenido del derecho de libertad religiosa, a concretar la extensión de la acción positiva 
que le corresponde al Estado en materia religiosa, a circunscribir si el texto constitucional 
exige realizar determinadas prestaciones por motivos religiosos, a fijar la doctrina 
pronunciada por parte del Tribunal Supremo en el ámbito de las transfusiones de sangre, 
para concluir resolviendo el caso planteado ante al Sala170. 

 
 
g.1.- Contenido de la libertad religiosa en el Ordenamiento Jurídico español: 
 
El derecho de libertad religiosa y de culto es un derecho fundamental reconocido 

en el art. 16 de la Constitución que corresponde a todo ciudadano de forma individual y 
colectiva, cuyo ejercicio no puede supeditarse a la integración en una comunidad religiosa. 
Esta libertad tiene un primer contenido básico que consiste en el deber de abstención del 
Estado, de neutralidad ante el hecho religioso y de evitar de impedimentos en su práctica, 

                                                           
168 SSTSJ de Castilla-León, Valladolid, (Sala de lo Social, Sección 1ª), de 16 de mayo de 
2007. (AS 2007/2468). F. J. 4º. 
169 SSTSJ de Castilla-León, Valladolid, (Sala de lo Social, Sección 1ª), de 16 de mayo de 
2007. (AS 2007/2468). F. J. 5º. 
170 SSTSJ de Castilla-León, Valladolid, (Sala de lo Social, Sección 1ª), de 16 de mayo de 
2007. (AS 2007/2468). F. J. 6º. 
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salvo supuestos de lesión de derechos de terceros de orden público. Además, el modelo 
constitucional español exige del Estado en materia religiosa en base al art. 16.2º de la 
Constitución a cooperar con las Comunidades religiosas, de manera que la libertad religiosa 
no se configura esencialmente como un deber de abstención del Estado, sino, antes al 
contrario, se parte de un “deber de cooperación” que “exige de los poderes públicos una 
actitud positiva respecto del ejercicio colectivo de la libertad religiosa”. El imperativo del 
art. 16.3º de la Constitución exige sin embargo del Estado un deber de neutralidad en la 
práctica de esa cooperación171.  

 
Lo que acaba de expresar la Sala significa que, además de garantizar un conjunto 

de libertades de naturaleza religiosa, (creencias, práctica, expresión, pensamiento, e incluso, 
según el Tribunal Constitucional, también la adopción de actitudes y conductas, y su 
ineludible correlato en forma de interdicción de toda discriminación pública o privada, por 
tales motivos, la interpretación adoptada por el Tribunal Constitucional de la Constitución 
española impone al Estado una acción positiva y favorable a las religiones, si bien 
garantizando la neutralidad entre las distintas comunidades religiosas. Entre uno y otro 
aspecto se encuentra la regulación de determinadas exenciones del cumplimiento de 
deberes personales públicos por motivos de conciencia, incluidos los religiosos, de los que 
la Constitución española recoge expresamente la objeción de conciencia frente al 
cumplimiento de las obligaciones militares (art. 30.2º de la Constitución), si bien la Carta 
de Derechos Fundamentales de la Unión Europea no precisa si el ámbito de la objeción de 
conciencia a la que alude en su art. 10.2º se limita al cumplimiento de deberes militares172. 

 
g.2.- El ámbito y la extensión de la acción positiva del Estado en materia 

religiosa: 
 
Dentro del ámbito de la acción positiva del Estado en materia religiosa se puede 

identificar, en opinión de la Sala, las prestaciones establece específicamente religiosas, 
como puede ser, la de garantizar la presencia de educación religiosa en la enseñanza o la 
asistencia religiosa  a las Fuerzas armadas, a las que se refiere la Ley Orgánica de libertad 
religiosa en el art. 2.3º. No pueden confundirse estas prestaciones, cuyo objeto es en sí 
mismo religioso, con otras cuestiones conexas, pero diferentes, como la exigencia de 
respeto de las creencias religiosas en el modo de ejecución de determinadas prestaciones 
públicas. En este último caso el objeto de la prestación no tiene naturaleza religiosa, pero sí 
incide sobre determinadas creencias personales o colectivas y, por consiguiente, puede 
esperarse que quienes profesen esas creencias vengan a exigir que la prestación se ejecute 
de esa forma. Se trata, en definitiva, de un “modo” de ejecución de la prestación en sentido 
puramente civilista. Lo que tampoco ha de confundirse con la necesaria evitación de modos 

                                                           
171 SSTSJ de Castilla-León, Valladolid, (Sala de lo Social, Sección 1ª), de 16 de mayo de 
2007. (AS 2007/2468). F. J. 6º. 
172 SSTSJ de Castilla-León, Valladolid, (Sala de lo Social, Sección 1ª), de 16 de mayo de 
2007. (AS 2007/2468). F. J. 6º. 
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de ejecutar las prestaciones públicas que sean innecesariamente desconsideradas u 
ofensivos para con las ideas religiosas del prestatario del servicio173. 

 
Los supuestos de modos religiosos de ejecución de prestaciones no religiosas 

pueden ser de muchos tipos, por ejemplo, desde la exigencia de que la enseñanza de 
determinadas asignaturas de naturaleza no religiosa incluya determinados contenidos 
religiosos (como el creacionismo, o el rechazo del darwinismo en la enseñanza de las 
ciencias naturales), o que la comida proporcionada en establecimientos públicos, como 
centros de enseñanza o prisiones, por ejemplo, se adapte a determinados preceptos 
religiosos cuando así se solicite por determinados usuarios (cuestión regulada en el art. 
14.4º del Acuerdo de cooperación entre el Estado español y la Comisión islámica de 
España, adoptada en aplicación del art. 7 de la Ley Orgánica 7/1980 de libertad religiosa y 
aprobado a través de la Ley 26/1992, de 10 de noviembre), o que las prestaciones de 
asistencia sanitaria respeten determinadas prohibiciones de índole religioso (como puede 
ser la de la transfusión de sangre, la de la masturbación para obtener el semen necesario 
para la realización de la inseminación artificial o la de emplear células madre de origen 
embrionario)174.  

 
No se puede olvidar, en opinión de la Sala, la potencialidad conflictiva que este 

tipo de exigencias tienen en una sociedad democrática de la que el pluralismo ideológico y 
la inmigración hacen convivir múltiples creencias y religiones, frente a las cuales el Estado 
tiene la obligación de cooperar y de neutralidad, de forma simultánea. Pues bien, tanto en 
relación con el derecho a obtener prestaciones estatales de naturaleza específicamente 
religiosa, como con el derecho a obtener determinados modos religiosos de prestaciones 
públicas de otra índole, el principio general es que tales derechos han de ser establecidos y 
regulados por Acuerdos de cooperación y/o leyes estatales, sin que puedan reconocerse los 
mismos en virtud directamente del derecho constitucional a la libertad religiosa175. 

 
Al legislador, es decir, el conjunto de los ciudadanos a través de sus 

representantes, al que le corresponde adoptar las decisiones relativas a esta materia en 
función de las concretas circunstancias históricas y de los valores compartidos 
mayoritariamente por al sociedad. Es obvio, por lo demás, que en todo caso será exigible 
que las leyes y Acuerdos respeten el principio de neutralidad religiosa del Estado, lo que 
significa, en definitiva, que los derechos reconocidos a una determinada religión o 
comunidad religiosa han de ser extensibles a las demás de forma análoga y proporcionada, 
así como que respeten el derecho individual y colectivo de libertad religiosa en su vertiente 
negativa, esto es, de no imposición176. 

                                                           
173 SSTSJ de Castilla-León, Valladolid, (Sala de lo Social, Sección 1ª), de 16 de mayo de 
2007. (AS 2007/2468). F. J. 6º. 
174 SSTSJ de Castilla-León, Valladolid, (Sala de lo Social, Sección 1ª), de 16 de mayo de 
2007. (AS 2007/2468). F. J. 6º. 
175 SSTSJ de Castilla-León, Valladolid, (Sala de lo Social, Sección 1ª), de 16 de mayo de 
2007. (AS 2007/2468). F. J. 6º. 
176 SSTSJ de Castilla-León, Valladolid, (Sala de lo Social, Sección 1ª), de 16 de mayo de 
2007. (AS 2007/2468). F. J. 6º. 
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g.3.- ¿Existen prestaciones de índole religioso por imperativo constitucional?  
 
Salvo en supuestos muy concretos (como sucede con el caso de la formación 

religiosa y moral de los hijos que ha de ser garantizada por parte de los poderes públicos 
por imperativo legal –art. 27.3º de la Constitución-) la Constitución no impone al legislador 
el establecimiento de determinadas prestaciones de naturaleza religiosa, ni de modos 
religiosos de ejecución de otras prestaciones públicas. De las obligaciones del Estado 
tendentes a facilitar el ejercicio de la libertad religiosa, no puede seguirse que esté también 
obligado a otorgar prestaciones de otra índole para que los creyentes de una determinada 
religión puedan cumplir los mandatos que les imponen sus creencias. Así lo viene a 
declarar el Tribunal Constitucional, para el caso concreto de la aplicación de métodos 
alternativos a las transfusiones de sangre en el caso de los Testigos de Jehová en su 
Sentencia de 28 de octubre de 1996177, al entender que el cuadro de las prestaciones 
exigibles a la Seguridad Social es de configuración legal, y que el carácter público y la 
finalidad constitucionalmente reconocida del Sistema de la Seguridad Social supone que 
éste se configure como un régimen legal, en el que tanto las aportaciones de los afiliados, 
como las prestaciones a dispensar, sus niveles y condiciones, vienen determinados, no por 
un acuerdo de voluntades, sino por reglas que se integran en el ordenamiento jurídico, de 
manera que la negativa del médico de la Seguridad Social a realizar una intervención 
quirúrgica en las condiciones exigidas por el paciente por motivos religiosos, en sí mismo 
considerada, no vulnerada el derecho a la libertad religiosa del paciente, siendo la 
apreciación sobre si dicha negativa está justificada o no una cuestión de legalidad ordinaria 
que ha de ser resuelta por los órganos jurisdiccionales178. 

 
g.4.- Doctrina del Tribunal Supremo en relación con los “modos religiosos” de 

prestación de la asistencia sanitaria pública, más concretamente, la negativa a las 
transfusiones de sangre de los Testigos de Jehová: 

 
La doctrina sentada por parte del Tribunal Supremo de 14 de abril de 1993179, en 

relación con “los modos religiosos” de prestación de asistencia sanitaria pública y, más en 
concreto con la negativa a las transfusiones de sangre, es que la libertad religiosa “no puede 
derivar la consecuencia de que la Sanidad Pública está obligada a prestar la concreta 
asistencia reclamada en los términos que un singular precepto de una determinada 
confesión religiosa impone” puesto que “ello implicaría, de un lado, la imposición de 
criterios facultativos distintos a los mantenidos por los responsables médicos del caso que 
podrían afectar a reglas deontológicas en función de la fiabilidad de prácticas profesionales 
distintas; y a la adquisición, montaje y aplicación de medios técnicos no exigidos por el 
alcance de su cobertura normal, que contraría las exigencias de economía e igualdad que 

                                                           
177 SSTC 166/1996, de 28 de octubre, (RJ 1996/166). 
178 SSTSJ de Castilla-León, Valladolid, (Sala de lo Social, Sección 1ª), de 16 de mayo de 
2007. (AS 2007/2468). F. J. 6º. 
179 SSTS de 14 de abril d e1993, (RJ 1993/3338). 



Transfusiones de sangre y testigos de Jehová... • 53  
 

 Saberes, vol. 6, 2008 

son principios rectores <ex lege> de la política sanitaria a la que han de ajustarse las 
Administraciones públicas de tal sector”180. 

 
Añade el Tribunal Supremo que “el Estado debe respetar las creencias religiosas, 

pero no tiene el deber de financiar aquellos aspectos de las mismas que no sean acreedoras 
de protección o fomento desde el punto de vista del interés general” y, por ello, han de ser 
asumidas por quien al mismo quiera atenerse”. Por ello, la no prestación por la sanidad 
pública de la asistencia sanitaria en el modo religioso requerido “no puede ser considerado 
como denegación injustificada de la prestación de la asistencia sanitaria debida” y no da 
lugar al reintegro de gastos. No existe norma alguna que imponga estos modos religiosos de 
la prestación de asistencia sanitaria y, por tanto, no existe derecho a obtenerlos de la 
sanidad pública181. Este ha sido el criterio de esta Sala en el Recurso de suplicación que se 
ha resuelto a través de la sentencia de 11 de septiembre de 2006182. 

 
Antes de concluir señala la Sala que: “no puede extraerse del art. 2.3º de la Ley 

41/2002, y del art. 28.2º de la Ley 8/2003 de Castilla y León la consecuencia de que, por el 
hecho de que el paciente tenga derecho a elegir entre las alternativas clínicas disponibles, 
sea obligatorio que existan en cada caso varias alternativas clínicas disponibles y menos 
todavía que una de ellas coincida con el modo que ese paciente considera adecuado desde el 
punto de vista religioso para el desarrollo de la asistencia sanitaria. La norma expresamente 
condiciona el derecho de elección a la “disponibilidad” de la correspondiente opción clínica 
y dicha disponibilidad ha de ser valorada no solamente en función de la posibilidad técnica, 
sino de su necesaria implantación en el seno de la sanidad pública en función de las normas 
que regulan las prestaciones y la Cartera de servicios de ésta183. 

 
h) La solución adoptada por la Sala del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-

León: 
 
 El caso que se plantea ante la Sala del Tribunal Superior de Justicia difiere en 
cierta medida de los casos planteados hasta este momento. Y esto es así porque la 
intervención quirúrgica de cuya realización se trataba no requería de transfusión de sangre, 
salvo en supuestos excepcionales de complicaciones hemorrágicas. Por tanto el actor no 
había solicitado que se realizara la intervención quirúrgica en cuestión de forma diferente a 
la ordinaria, con objeto de cumplir determinados preceptos religiosos, sino que solicitó la 
prestación en términos puramente ordinarios. Lo que el actor hizo fue negar su 
consentimiento, cuando de forma preventiva le fue requerido, a la realización de eventuales 
transfusiones de sangre para el caso de que hubiera surgido una imprevisible eventualidad 

                                                           
180 SSTSJ de Castilla-León, Valladolid, (Sala de lo Social, Sección 1ª), de 16 de mayo de 
2007. (AS 2007/2468). F. J. 6º. 
181 SSTSJ de Castilla-León, Valladolid, (Sala de lo Social, Sección 1ª), de 16 de mayo de 
2007. (AS 2007/2468). F. J. 6º. 
182 SSTSJ de Castilla-León, Valladolid (Sala de lo Social, Sección 1º) de 11 de septiembre 
de 2006, en Recurso de suplicación 1378/2006, (AS 2006/2999). 
183 SSTSJ de Castilla-León, Valladolid, (Sala de lo Social, Sección 1ª), de 16 de mayo de 
2007. (AS 2007/2468). F. J. 6º. 



54 • Mª LOURDES LABACA ZABALA , Jaione ARIETA-ARAUNABEÑA ALZAGA y Blanca GAMBOA 
URIBARREN  

http://www.uax.es/publicaciones/archivos/SABDER08_002.pdf 

crítica que la hiciese técnicamente precisa para salvar su vida. Aún siendo razonable que 
este consentimiento se reclame de forma previa, cuando la persona está en condiciones de 
prestar el mismo, no deja de tener naturaleza cautelar  preventiva cuando no estamos ante 
una petición de consentimiento para la realización de operaciones que se prevé llevar a 
cabo, sino de meras previsiones de eventualidad inciertas que pudieran acaecer. De 
entenderse correcta tal conducta resultaría que la sanidad pública habría de rechazar 
sistemáticamente el tratamiento de múltiples afecciones de los Testigos de Jehová por la 
mera razón de que en el curso de los tratamientos correctos de las mismas conforme a la 
“ lex artis” pudiera surgir la eventualidad de una hemorragia y la necesidad de una 
transfusión sanguínea184. 
 

Pero al mismo tiempo hay que tener en cuenta que el servicio público de salud no 
se negó a realizar la intervención, sino a garantizar que, en el supuesto de llevarse a cabo, 
en ningún caso se aplicaría una transfusión de sangre, aún cuando la errónea redacción del 
escrito dirigido al actor por el Director Médico del Hospital, que consta en el ordinal 
tercero de los hechos probados, partiese de la idea incorrecta de que esa transfusión sería 
precisa en todo caso. Hay que tener en cuenta que el tenor literal del art. 2.4º de la Ley 
41/2002, de 14 de noviembre, reguladora de la autonomía del paciente y de los derechos y 
obligaciones en materia de informacion y documentación clínica, así como el art. 9 de la 
misma Ley, en relación con la necesidad de consentimiento del paciente, admiten límites a 
dicha necesidad, algunos de ellos relativos al propio interés del paciente. Este contenido se 
viene a reproducir en la Ley 8/2003 de Castilla-León185. 

 
Señala la Sala que el Tribunal Constitucional en su Sentencia de 1990186 en la que 

ha admitido la constitucionalidad de las medidas de alimentación forzosa de los internos 
penitenciarios en huelga de hambre en contra de su voluntad, razonando que en aquel caso, 
como ocurre en este, la asistencia médica se impone en el marco de una relación de 
sujeción especial que obliga a la Administración a velar por la vida y la salud de los 
interesados y que, siendo indudable que el ayuno voluntario llevado hasta sus últimas 
consecuencias genera necesariamente, en un momento determinado, peligro de muerte, la 
asistencia médica obligatoria para evitar ese peligro se manifiesta como un medio 
imprescindiblemente necesario par evitar la pérdida de la vida, que el Estado tiene 
obligación legal de proteger. Añade el Tribunal Constitucional que la asistencia médica 
obligatoria en estos casos extremos no vulnera derechos fundamentales. La libertad de 
rechazar tratamientos terapéuticos, como manifestación de la libre autodeterminación de la 
persona, no puede entenderse incluida en al esfera del art. 17.1º de la Constitución. La 
asistencia médica obligatoria no vulnera tampoco el derecho fundamental del art. 15 de la 
Constitución, porque en éste no se incluye el derecho a prescindir de la propia vida, ni es 
constitucionalmente exigible a la Administración que se abstenga de prestar una asistencia 

                                                           
184 SSTSJ de Castilla-León, Valladolid, (Sala de lo Social, Sección 1ª), de 16 de mayo de 
2007. (AS 2007/2468). F. J. 7º. 
185 SSTSJ de Castilla-León, Valladolid, (Sala de lo Social, Sección 1ª), de 16 de mayo de 
2007. (AS 2007/2468). F. J. 7º. 
186 SSTC 120/1990, de 27 de junio, (RTC 1990/120). 
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médica que, precisamente, va dirigida a salvaguardar el bien de la vida del art. 15 que la 
Constitución protege187. 

 
Por otra parte, dice el Tribunal Constitucional, la imposición a una persona de 

asistencia médica en contra de su voluntad, que puede venir determinada por los demás 
variados móviles y no sólo por el de morir, puede tener justificación constitucional por la 
protección de derecho o valores constitucionalmente reconocidos, como es el de la vida si, 
en su caso, cumple la condición de ser proporcionada en atención a la situación de aquéllos 
a los que se impone188. 

 
Todo lo anterior significa, en opinión de la Sala que, en caso de necesidad, la falta 

de prestación del consentimiento por el paciente para una determinada operación médica, 
como es la transfusión de sangre, no garantiza que dicha operación no se lleve a cabo en 
situaciones de necesidad. El sistema público de salud no puede legítimamente prestar tal 
garantía, puesto que, de presentarse la situación, habrá de analizarse si procede la 
imposición sin consentimiento del paciente de la asistencia médica precisa para salvar su 
salud o su vida. Desde el momento en que el paciente se somete a una relación de sujeción 
especial  con el centro sanitario público, obliga a éste a desarrollar con diligencia sus 
contenidos prestacionales dirigidos a la finalidad prescrita, de manera que el c entro público 
no puede prestar garantía de que no lo hará en un supuesto de necesidad189. 

 
Es esta falta de garantía de que en ningún caso se realizaría una transfusión de 

sangre y no una negativa al tratamiento lo que determina al paciente a dirigirse libremente a 
otro centro sanitario privado y, por consiguiente, no puede estimarse que haya sido una 
negativa del centro sanitario a prestar la asistencia sanitaria a la que estaba obligado la 
causa de los gastos en los que el recurrente incurrió, por lo que el reintegro de los mismo no 
procede190. 

 
 

2.- Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Navarra, Sala de lo Social, nº 
356/1993:  
 

a) Antecedentes 
 

Un trabajador en activo y afiliado a la Seguridad Social, perteneciente a la 
Confesión religiosa Testigos de Jehová, en cuyos postulados se encuentra el rechazo a la 
utilización de la sangre humana o animal, con cualquier finalidad, incluso médica, ingresa 

                                                           
187 SSTSJ de Castilla-León, Valladolid, (Sala de lo Social, Sección 1ª), de 16 de mayo de 
2007. (AS 2007/2468). F. J. 7º. 
188 SSTSJ de Castilla-León, Valladolid, (Sala de lo Social, Sección 1ª), de 16 de mayo de 
2007. (AS 2007/2468). F. J. 7º. 
189 SSTSJ de Castilla-León, Valladolid, (Sala de lo Social, Sección 1ª), de 16 de mayo de 
2007. (AS 2007/2468). F. J. 7º. 
190 SSTSJ de Castilla-León, Valladolid, (Sala de lo Social, Sección 1ª), de 16 de mayo de 
2007. (AS 2007/2468). F. J. 7º. 
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en el Hospital de Estella (Navarra), dependiente del Departamento de Salud del Gobierno 
de Navarra. En su primer ingreso (1989) se le diagnostica un ulcus duodenal que necesita 
intervención. Durante el postoperatorio fue necesario realizar una segunda operación 
quirúrgica en la que se determinó que era conveniente realizarle una transfusión de sangre. 
El paciente se niega a que se le practique la transfusión en base a sus creencias religiosas. 
Como consecuencia de dicha negativa, el centro sanitario solicita autorización al Juzgado 
de Primera Instancia e Instrucción de Estella, quien dictó Auto autorizando la transfusión 
de sangre, la cual se llevo a cabo en el curso de la nueva intervención quirúrgica que se le 
practicó al paciente. Unos días después la familia solicita el alta voluntaria, alta que se 
concedió por parte del centro sanitario a pesar de la oposición del médico responsable191. 
 
 Un año más tarde, el paciente ingresa nuevamente en el mencionado Hospital de 
Estella. Como consecuencia de la situación en la que se encontraba se le comunicó que era 
preciso proceder, nuevamente, a realizarle una transfusión de sangre. Ante esta situación, el 
enfermo solicita el alta voluntaria del centro hospitalario y se dirige a la Clínica privada 
“Delfos” de Barcelona, donde fue intervenido quirúrgicamente. En la citada clínica se le 
garantizó y efectuó la intervención sin practicarle ningún tipo de transfusión sanguínea. El 
paciente tuvo que asumir el coste de la intervención y posteriormente solicitó al Instituto 
Navarro de Salud el reintegro de los gastos médicos. Esta solicitud fue denegada por parte 
del Servicio de Salud de Navarra, agotándose la vía previa. Posteriormente el paciente 
presenta demanda ante el Juzgado de lo Social nº 3 de Navarra. Este Juzgado “desestimó la 
demanda presentada contra el Servicio Navarro de Salud, absolviendo al citado Organismo 
de asumir el coste de la intervención en la clínica privada de Barcelona”192.  
 

b).- El derecho de los Pacientes en la legislación sanitaria 
 
 La legislación sanitaria establece que se constituye como derecho del paciente, el 
derecho a negarse al tratamiento por causas razonadas193. Esta afirmación se explicita en la 
propia Sentencia del TSJ de Navarra en la que se afirma que: “La curación no es un 
proceso pasivo, en el que enfermo es abandonado a su suerte ante un médico desconocido 
pero omnipotente, sino que parte de la fe y confianza del enfermo, y de la aceptación del 
médico y su tratamiento. Desde un punto de vista jurídico público, se destaca también el 

                                                           
191 Constan como Hechos Probados en la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de 
Navarra, Sala de lo Social, nº 356/1993. AS 1993/3290. Hechos probados que se deducen 
de la Sentencia del Juzgado de lo Social nº 3 de Navarra. 
192 Constan como Hechos Probados en la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de 
Navarra, Sala de lo Social, nº 356/1993. AS 1993/3290. Hechos probados que se deducen 
de la Sentencia del Juzgado de lo Social nº 3 de Navarra. 
193 Art. 10.9º de la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad, (que ha sido derogado 
a través de la Ley 41/2002, de 14 de noviembre, Básica reguladora de la autonomía del 
paciente y de derechos y obligaciones en materia de información y documentación clínica). 
Art. 10 de la Ley 14/1986: “Todos tienen los siguientes derechos con respecto a las 
distintas administraciones públicas sanitarias”: Apartado 9º: “A negarse a los tratamiento, 
salvo lo previsto en el apartado 6º, debiendo para ello, solicitar el alta voluntaria en los 
términos que señala el apartado 4º del artículo anterior”.  



Transfusiones de sangre y testigos de Jehová... • 57  
 

 Saberes, vol. 6, 2008 

peligro de imponer a través de la asistencia médica y su tratamiento, un modelo doctrinal o 
ideológico; peligro agravado por el extremo estado de necesidad en que se encuentra el 
enfermo” 194.  
 
 A partir del presente precepto se puede deducir el derecho que ostenta el Testigo 
de Jehová a negarse a una asistencia médica cuando la misma es inadecuada a sus creencias 
religiosas, concretamente la que hace referencia a la negativa a recibir transfusiones de 
sangre. Se entiende por parte del Tribunal que, en el presente supuesto le asiste al paciente 
el derecho a negarse a recibir un tratamiento médico que viola su derecho de libertad 
religiosa y la misma podría incluirse como causa justificativa de la negativa razonable al 
tratamiento que prescribe el centro sanitario195. 
 
 Es por ello que, el Tribunal Superior de Justicia de Navarra entiende que: “El 
testigo de Jehová, al que en una operación anterior se le efectuó sin su consentimiento una 
transfusión sanguínea, le asiste pleno derecho a negarse a una asistencia médica inadecuada 
con sus creencias, supuesto que debe asimilarse a la negativa injustificada de asistencia, y 
en consecuencia debe reconocerse el derecho al reintegro de las cantidades abonadas por él 
en el centro sanitario privado, siempre que las mismas sean adecuadas y proporcionadas. Si 
en la primera intervención estaban en conflicto el derecho del enfermo y la obligación 
médica conforme a la Lex artis, para la segunda operación la negativa del enfermo a recibir 
tratamiento no es de ningún modo abusiva o caprichosa, pues de lo contrario se conculcaría 
su derecho a la libertad religiosa, a la asistencia médica, y se defraudarían los derechos 
económicos de quien cotizó puntualmente a la Seguridad Social, criterio ya sentado 
anteriormente por otros Tribunales, concretamente, la SSTSJ de Castilla-La Mancha de 15 
de abril de 1991”196.  
 
3.- Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha, Sala de lo 
Social, de 15 de abril de 1991197 
 
 Se ha señalado por parte de distintos Tribunales Superiores de Justicia que: “La 
negativa del enfermo a recibir un tratamiento contrario a sus convicciones religiosas no 
puede ser entendida de ningún modo como una cuestión abusiva o caprichosa, pues de lo 
contrario se conculcaría su derecho a la libertad religiosa, a la asistencia médica, y se 
defraudarían los derechos económicos de quien cotizó puntualmente a la Seguridad Social, 
criterio ya sentado por parte del TSJ de Castilla-La Mancha desde 1991”198. 

 
a) Antecedentes: 

 

                                                           
194 SSTSJ de Navarra, Sala de lo Social (AS 1993/3290), F. J. 2º. 
195 SSTSJ de Navarra, Sala de lo Social (AS 1993/3290), F. J. 2º.  
196 SSTSJ de Navarra, Sala de lo Social (AS 1993/3290), F. J. 2º. 
197 Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha, Sala de lo Social, de 
15 de abril de 1991, RJ 1991/2896. 
198 SSTSJ de Castilla-La Mancha de 15 de abril de 1991 (AS 1991/2896) F. J. 2º. 
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 Se reconocen en la Sentencia de instancia como hechos probados que “la esposa 
del actor, ambos pertenecientes a la Confesión religiosa Testigos de Jehová, fue ingresada 
en el Hospital de la Seguridad Social Virgen de la Salud de Cuenca donde, por el equipo 
médico se le propuso una intervención quirúrgica que fue aceptada, por la paciente, siempre 
que le aseguraran que no se practicará ninguna transfusión de sangre, prohibida por sus 
creencias religiosas, cosa que los anestesistas encargados de la operación, no aseguraron a 
la paciente, antes al contrario, manifestaron que, caso de ser necesaria, realizarían la 
transfusión. Ante esa situación la beneficiaria optó voluntariamente por el alta, 
trasladándose a la clínica Ruber de Madrid, donde se le intervino quirúrgicamente, tal y 
como se expresa en el ordinario cuarto de la historia fáctica. 
 
 Tras realizarse la intervención, se solicita el reintegro al actor por parte de la 
Entidad Gestora, reintegro que le fue denegado en base al art. 10.9º de la Ley General de la 
Sanidad, al haber solicitado la beneficiaria el alta voluntaria. 
 
 b) Los derechos de los pacientes en el ámbito sanitario:  
 

Señala la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha que 
en el presente caso es determinante concretar dos extremos: a) si se respetó el derecho de 
libertad religiosa de la enferma, cuya práctica religiosa es incompatible con las 
transfusiones de sangre, y, b) si teniendo en cuenta este extremo, se le denegó 
injustificadamente la prestación de la asistencia sanitaria debida199. 
 
   

En la citada Sentencia se afirma que: “para proceder a resolver el supuesto 
planteado es necesario determinar el alcance del art. 16.1º de la Constitución, en el que se 
consagra el derecho de libertad religiosa, y esto hay que hacerlo, de acuerdo con el criterio 
establecido en el art. 10.2º de la Constitución, a tenor de Las normas relativas a los 
derechos fundamentales y las libertades públicas que la Constitución reconoce, se 
interpretarán de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y los 
Tratados y Acuerdos internacionales sobre las mismas materias ratificados por España”200.   

 
Se ha señalado por parte del Tribunal Constitucional201 en relación con la 

interpretación del derecho de libertad religiosa que: “La Constitución se inserta en un 
contexto internacional en materia de derechos fundamentales y libertades públicas, por lo 
que hay que interpretar sus normas de conformidad con la DUHD y los Tratados y 
Acuerdos internacionales que mencionan el precepto, en consecuencia, para determinar el 
alcance de la libertad religiosa consagrado en el art. 16 de la Constitución, habrá de tener en 
cuenta los Tratados y Acuerdos internacionales sobe la misma materia ratificados por 
España y concretamente en el segundo de los Pactos aprobados por la Asamblea General de 

                                                           
199 SSTSJ de Castilla-La Mancha de 15 de abril de 1991 (AS 1991/2896) F. J. 2º. 
200 SSTSJ de Castilla-La Mancha de 15 de abril de 1991 (AS 1991/2896) F. J. 2º. 
201 SSTC 78/1982, de 10 de diciembre (RTC 1982/78) y SSTC 62/1982, de 15 de octubre 
(RTC 1982/62). 
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la ONU el día 16 de diciembre de 1966202, cuyo art. 18.1º establece el derecho de libertad 
religiosa, derecho que incluye la libertad de manifestar su religión, tanto en público como 
en privado, mediante el culto, la celebración de los ritos, las  prácticas y la enseñanza sujeta 
únicamente a las limitaciones prescritas por la Ley que sean necesarias para proteger la 
seguridad, el orden, la salud o la moral pública o los derechos fundamentales de los demás, 
norma que se repite, casi con la misma redacción literal en el art. 9 del Convenio de Roma, 
sobre Derechos Humanos, de 4 de diciembre de 1950”203. 

 
En ambos Pactos Internacionales se establece que: “La libertad de manifestar su 

religión, no puede ser objeto de más restricciones que las previstas por la Ley, constituyan 
medidas necesarias, en una sociedad democrática, para la seguridad pública, la protección 
del orden, la salud o moralidad públicas, o la protección de los derechos y libertades de los 
demás. Estas limitaciones, son las únicas recogidas en la Ley Orgánica de Libertad 
Religiosa 7/1981, de 5 de julio, en su art. 3.1º cuando desarrolla el art. 16 de la 
Constitución, relativa a la libertad religiosa”204. 

 
El Tribunal Constitucional se ha pronunciado en varias ocasiones en relación al 

contenido y alcance, así como, a los límites del derecho de libertad religiosa. Este Tribunal 
he declarado que la libertad religiosa, entendida como derecho sujetivo de carácter 
fundamental, se concreta en el reconocimiento de un ámbito de libertad y de una esfera de 
<agere licere> del individuo, es decir, reconocido el derecho de los ciudadanos a actuar en 
este como con plena inmunidad de coacción del Estado y de cualesquiera grupos 
sociales205. Así también, ha declarado, en relación con un problema similar que hacía 
referencia a las transfusiones de sangre de los Testigos de Jehová?? Que, una asistencia 
médica coactiva constituiría una limitación vulneradora del derecho fundamental, a no ser 
que la misma estuviera justificada constitucionalmente206. 

 
 
c) ¿Las prestaciones médico-quirúrgicas que dispensa la Seguridad Social pueden 

estar limitadas como consecuencia de las creencias religiosas del paciente?  
 
Se planteó ante el Tribunal Constitucional la determinación de si el paciente, 

Testigo de Jehová tenía derecho, en base a sus creencias a solicitar unas determinadas 
atenciones médicas por parte de la Seguridad Social sin que en las mismas se realizaran 
transfusiones de sangre. Lo que se pretendía en el supuesto concreto era que se aplicara una 
técnica médica prescindiendo de un remedio cuya utilización, por pertenecer a la <lex 
artis> del ejercicio de la profesión médica, sólo puede decidirse por quienes la ejercen y de 
consideren necesaria para solventarlo207.  

                                                           
202 Ratificado por España el 25 de septiembre de 1976 y publicado en el BOE nº 103, de 30 
de abril de 1977.  
203 SSTSJ de Castilla-La Mancha de 15 de abril de 1991 (AS 1991/2896) F. J. 2º. 
204 SSTSJ de Castilla-La Mancha de 15 de abril de 1991 (AS 1991/2896) F. J. 2º. 
205 SSTC 24/1982. 
206 SSTC 120/1990. 
207 SSTC 166/1996, de 28 de noviembre de 1996.  
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Planteada la cuestión en estos términos, es claro que éste ha de situarse en los 

términos en que lo hacen las resoluciones impugnadas; es decir, si la negativa del médico 
de la Seguridad Social a realizar la intervención quirúrgica del recurrente en las condiciones 
exigidas por éste, está justificada o no lo está. Y esta apreciación que, en sí misma 
considerada, no vulnera el derecho a la libertad religiosa de la recurrente, según resulta de 
lo razonado en el fundamento anterior, habrá de resolverse como cuestión de legalidad 
ordinaria por los órganos jurisdiccionales a quienes el art. 117.3º de la Constitución 
atribuye esta potestad208. 

 
Entendió el Tribunal Supremo en la Sentencia que está recurrida que, al considerar 

que la denegación del tratamiento médico por los facultativos de la Seguridad Social, no es 
equiparable, a efectos de acudir a la medicina privada y obtener el reintegro de los gastos 
médicos ocasionados por este motivo, con los supuestos de error de diagnóstico, o de 
denegación injustificada de asistencia, no hace más que resolver el problema planteado 
dentro de sus atribuciones y conforme a la interpretación que estima más adecuada de la 
legalidad aplicable209. 

 
Continúa la Sentencia del Tribunal Constitucional afirmando que: “La Ley 

Orgánica de  libertad religiosas dispone que la aplicación real y efectiva de este derecho, 
los poderes públicos adoptarán las medidas necesarias para facilitar la asistencia religiosa 
en los establecimientos públicos militares, hospitalarios, asistenciales, penitenciarios y 
otros bajo su dependencia, así como la formación religiosa en centros docentes públicos 
(art. 2.3º). Pero de estas obligaciones del Estado y de otras tendentes a facilitar el ejercicio 
de libertad religiosa, no puede seguirse, porque es cosa distinta, que esté también obligado a 
otorgar prestaciones de otra índole para que los creyentes de una determinada religión 
puedan cumplir los mandatos que les imponen sus creencias. La prestación de una 
asistencia médica en los términos exigidos por el recurrente supondría, como hemos 
señalado en otra ocasión una excepcionalidad, que, aunque pudiera estimarse como 
razonable, comportaría la legitimidad del otorgamiento de esta dispensa del régimen 
general no la imperatividad de su imposición, tal y como se desprende de la SSTC 
19/1985”210.  

 
 
A pesar de la posición que se mantiene por parte del Tribunal Constitucional, 

podemos destacar que, los Tribunales inferiores se han posicionado de forma contradictoria. 
Podemos destacar la posición de la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-
La Mancha: 

 
a) En base a los parámetros que acabamos de señalar, se establece por parte del 

Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha que: “Una de las  prácticas religiosas 
de los Testigos de Jehová, derivada de la interpretación que hacen de distintos preceptos del 

                                                           
208 SSTC 166/1996, de 28 de noviembre de 1996.  
209 SSTC 166/1996, de 28 de noviembre de 1996.  
210 SSTC 166/1996, de 28 de noviembre de 1996.  
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Libro Sagrado (Capítulo XV, 28 y 29 de los Hechos de los Apóstoles, es la de abstenerse de 
manjares inmolados a los ídolos y de sangre, y de animal sofocado, que determine su 
rechazo a recibir transfusiones, tanto de sangre, como de plasma sanguíneo, práctica que no 
puede calificarse como contraria a la seguridad pública, ni al orden público, ni a la salud o 
la moral pública, ni a al protección de los derechos y libertades de los demás, cuando es el 
propio enfermo el que de manera voluntaria y en plena conciencia, rechaza que se le 
practiquen transfusiones, como ocurre en este caso, y es él quien, libremente, ante la 
negativa a sin la promesa de hacerlo sin recurrir, en ningún caso al suministro de sangre o 
plasma sanguíneo, solicitó el alta voluntaria y se trasladó a Madrid donde en la Clínica 
privada Ruber le practicaron la operación quirúrgica, sin realizar transfusiones, respetando 
las convicciones religiosas garantizada por el art. 16.1º de la Constitución, como derecho 
fundamental, cosa que no se hizo en el hospital público” 211.  

 
Entiende el Tribunal que “Al constar como probado en la Sentencia de Instancia 

que la intervención se llevó a cabo, con éxito, en la clínica privada, a pesar del 
sometimiento y aceptación, por parte de la misma, de la negativa de la paciente, Testigo de 
Jehová a recibir transfusiones de sangre, aparecen claros dos extremos: a) por una parte, 
que era posible practicar la intervención quirúrgica, aceptando la negativa de la enferma a 
recibir transfusiones de sangre, respetando con ello el derecho de libertad religiosa, y, b) 
por otra parte, que, como consecuencia de ello, el hospital público al negarse a realizar en 
esas condiciones, injustificadamente, la prestación de asistencia sanitaria a la enferma, 
desconociendo y conculcando su derecho de libertad religiosa que, además, en este caso, no 
constituía ni un riesgo contra la salud  pública, ni limitaba la libertad de terceros”212. 

 
Tras las afirmaciones que acabamos de describir, concluye el Tribunal Superior de 

Justicia de Castilla-La Mancha que: “El no proceder al reintegro de los gastos que tuvo que 
soportar la Testigo de Jehová no está justificada, ya que, el único motivo alegado para 
resolver a reclamación previa y la única excepción alegada en juicio no se sustenta. 
Entendía la Instancia anterior que: “Al ser una decisión de la propia Testigo de Jehová el 
acudir a un centro sanitario privado, está justificado que deba soportar el coste del 
tratamiento”. Entiende el Tribunal Superior de Justicia que, “procede revocar la Sentencia 
recurrida, con admisión del motivo del recurso en que se denuncia inaplicación del art. 
18.3º del Decreto 2766/1967, de 16 de noviembre, sobre asistencia sanitaria y ordenación 
de los servicios médicos en el Régimen General de la Seguridad Social, sin necesidad de 
entrar a examinar el resto de su contenido”213.   

 
VI.- Conclusiones 
 
 Que como regla general, en el Sistema Nacional de Seguridad Social no existe el 
derecho de opción libre del beneficiario a acudir a la medicina pública o privada, por ello, 
en principio no existe derecho al reintegro de gastos médicos generados fuera del Sistema 
Nacional de Salud. 

                                                           
211 SSTSJ de Castilla-La Mancha de 15 de abril de 1991 (AS 1991/2896) F. J. 3º. 
212 SSTSJ de Castilla-La Mancha de 15 de abril de 1991 (AS 1991/2896) F. J. 4º. 
213 SSTSJ de Castilla-La Mancha de 15 de abril de 1991 (AS 1991/2896) F. J. 4º. 
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 Que a pesar de este principio general, en la legislación que se ha desarrollado en 
nuestro país, siempre se ha reconocido el derecho al reintegro de gasto médico. En la 
actualidad, el régimen vigente requiere para que exista el derecho a dicho reintegro la 
concurrencia de los siguientes requisitos: a) la necesidad de asistencia sanitaria debe ser de 
carácter vital. b) el carácter urgente e inmediato de la asistencia. c) La imposibilidad de 
utilizar oportunamente los servicios del Sistema Nacional de salud, y, d) la utilización de 
servicios ajenos no resulte desviada o abusiva. 
 
  Que en el ámbito del derecho al reintegro de los gastos médicos soportados por 
parte de los Testigos de Jehová, -quienes se niega a someterse a intervenciones sanitarias 
que acarreen la transfusión de sangre por motivos religiosos y acuden a las clínicas 
privadas, que sí les garantizan la intervención sin transfusión- debemos señalar que la 
cuestión se complica, ya que, en realidad si tenemos en consideración los criterios 
señalados por la legislación vigente no se cumplen en la mayoría de los casos. 
 

En principio no estamos ante supuestos de “asistencia sanitaria de carácter vital” 
en sentido estricto, son intervenciones programadas en las que se les solicita el 
consentimiento para realizar dicha intervención y al conocer que es necesario o 
posible que se les realice una transfusión de sangre no concede el consentimiento y 
solicitan el alta voluntaria. 

 
Por lo general, tampoco son “intervenciones de carácter urgente e inmediato”, 
debemos señalar que en la mayoría de supuestos que han llegado a los Tribunales 
son intervenciones programadas no urgentes.  
 
Sí concurre el requisito de que “no existe la posibilidad de utilizar los servicios del 
Sistema Nacional de Salud” estas intervenciones sin transfusiones de sangre son 
realizadas en clínicas privadas, pero en la mayoría de los casos los centros 
sanitarios públicos no realizan estas técnicas que exigen los Testigos de Jehová. 
 
Entendemos que “la utilización de estas técnicas en clínicas privadas no son 
abusivas”, ya que, la administración podría solventar el problema reintegrando al 
paciente lo que le costaría esa misma intervención en sus centros sanitarios 
públicos. 

    
 Que a pesar de no concurrir todos los requisitos que se señalan en la legislación 
vigente en el caso de los Testigos de Jehová, entendemos que sí es necesario reintegrarles 
los gastos ocasionados en las intervenciones a las que se someten con el fin de cumplir con 
los dictados de su confesión religiosa, con el límite de lo que hubiera costado esa misma 
intervención en la sanidad pública, en base a los siguientes argumentos: 
 
 a) El Testigo de Jehová esta ejercitando el derecho fundamental de libertad 
religiosa consagrado en el art. 16 de la Constitución, lo que supone que, la Administración 
deberá remover los obstáculos que dificulten el ejercicio efectivo de ese derecho, de lo que 
podemos concluir que, efectivamente a la Administración sanitaria corresponde prestar a 
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los Testigos de Jehová la asistencia sanitaria conforme a sus convicciones religiosas, o bien 
a través del sistema sanitario, o, a través de convenios que firme con los centros sanitarios 
privados, asumiendo con ello el coste de los tratamientos de los Testigos de Jehová que 
sean respetuosos con lo que señala su religión. En el supuesto de que esta prestación no sea 
satisfecha, será necesario que la administración sanitaria proceda al reintegro de los gastos 
médicos asumidos por estos pacientes, ya que dicha asistencia sanitaria no es caprichosa 
sino que es una consecuencia de la obligación que tiene la Administración de hacer efectivo 
el derecho de libertad religiosa de sus ciudadanos. Eso sí, con el límite de los medios 
económicos con los que cuenta, es decir, con lo que costaría esa misma intervención en la 
sanidad pública. 
 
 b) Confirma esta posición que mantenemos lo que señala la Sentencia del Tribunal 
Superior de Justicia de Castilla-La Mancha, Valladolid de 16 de mayo de 2007. Según se 
afirma en su Fundamento Jurídico 3º: “Teniendo en consideración el art. 22.2º del 
Reglamento CEE 1408/71 (LCEur 1997,199), así como las Sentencias del Tribunal de 
Justicia de las Comunidades Europeas de 12 de julio de 2001 (TJCE 2001, 196) (Asunto C-
157/1999, Smits y Peerboms), de 13 de mayo de 2003 (TJCE 2003, 135) (Asunto C-
385/199 Müller-Fauré y Van Riet) y de 23 de octubre de 2003 (TJCE 2003, 347) (Asunto 
C-56/2001, Inizan), el derecho de los beneficiarios de los Sistema nacionales de la 
Seguridad Social, a recibir las prestaciones incluidas en las cartera de servicios de cada 
uno de estos sistemas en el plazo, está adecuada, de forma que si el Sistema Nacional no 
está en condiciones de prestar las mismas en dicho plazo, está obligada a sufragar su 
prestación externa, debiendo autorizar el uso de medios externos si se trata de prestaciones 
incluidas dentro del cuadro de servicios de la Entidad Gestora y no sea posible obtener un 
tratamiento idéntico o que presente el mismo grado de eficacia para el paciente en tiempo 
útil.  
 

La legislación española ha de interpretarse conforme a dicha norma comunitaria, 
puesto que lo contrario se produciría el absurdo de que el paciente tendría derecho a 
obtener el tratamiento en otro Estado comunitario a cargo del Servicio público español  y 
sin embargo no podría obtenerlo en el propio territorio español debiendo recordarse que 
el contenido del citado artículo no sólo implica el derecho a obtener una autorización para 
recibir la asistencia sanitaria con medios externos a la Seguridad Social española en otro 
Estado europeo, sino también el derecho al reintegro de gastos cuando, cumpliéndose los 
requisitos necesarios para obtener al autorización, ésta fuese denegada infundadamente. 

 
El derecho al reembolso nace, cuando la autorización es denegada por la 

Administración de forma indebida, en los términos de la sentencia Banbraekel (TJCE, de 
12 de julio de 2001, Asunto C-368,1999), y también, como hemos razonado, cuando esa 
autorización no existe, bien por no haberse solicitado, bien por haber acudido a los 
servicios ajenos a la Seguridad Social antes de haberse dictado resolución sobre la misma, 
siempre y cuando estemos ante una urgencia de carácter vital que impida espera a la 
tramitación del correspondiente procedimiento administrativo o judicial ante la seria 
amenaza del daño para bienes vitales del paciente producida por la demora que ello 
supone” .   
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c) Así también, tal y como manifiesta la Sentencia del TSJ de Castilla-La Mancha, 
de 15 de abril de 1999: “El Testigo de Jehová le asiste el pleno derecho a negarse a una 
asistencia médica inadecuada a sus creencias religiosas, supuesto que debe asimilarse a la 
negativa injustificada de asistencia, y en consecuencia debe reconocerse el derecho al 
reintegro de las cantidades abonadas por él –con el límite que hemos señalado 
anteriormente- en el centro sanitario privado, siempre que las mismas sean adecuadas y 
proporcionadas. Si está en conflicto el derecho del enfermo y la obligación médica 
conforme a la Lex artis, la negativa del enfermo a recibir tratamiento no es de ningún 
modo abusiva o caprichosa, pues de lo contrario se conculcaría su derecho fundamental de 
libertad religios, a la asistencia médica, y se defraudarían los derechos económicos de 
quien cotizó puntualmente a la Seguridad Social, criterio ya sentado por otros Tribunales, 
concretamente la Sentencia del TSJ de Castilla-La Mancha de 15 de abril de 1991”. 

 


